Ref. P.S. 9846/2021 


AL INSTRUCTOR D. EUGENIO GONZÁLEZ MARTÍNEZ, 
DELEGACIÓN DEL GOBIERNO EN MADRID 


Por la presente, D.2 XXXXXXXXXXXXX, mayor de edad, con D.N.I. número XXXXXXXXX 
y domicilio en XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX, de la localidad de Madrid, ante la 
Delegación del Gobierno en Madrid comparece, y como mejor proceda en Derecho, 


DICE 


Que el 12 de noviembre del año 2021 recibió una Notificación de Acuerdo de 
Iniciación de Procedimiento Sancionador por presunta infracción administrativa 
prevista en el artículo 36.6 de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo de Protección 
de la Seguridad Ciudadana (en adelante, LO 4/2015), como supuesta responsable de 
los hechos descritos en dicha notificación. 

Que, dentro del plazo concedido al efecto, presentó ante esta Delegación de 
Gobierno escrito de alegaciones al Acuerdo de Iniciación, en las que declaró su 
disconformidad con los hechos que en él se le imputaban y que servían de base a la 
incoación de procedimiento sancionador. 

Que con fecha de 4 de abril de 2022 le ha sido notificada Propuesta de Resolución 
sancionadora por parte de esta Delegación de Gobierno, en la que se insiste en 
imputarle la comisión de una infracción al artículo 36.6 de la LO 4/2015, y en 
consecuencia se propone le sea impuesta una sanción de seiscientos un euros (601 €). 

Que, no estando de acuerdo ni con el contenido de la Propuesta de Resolución, ni 
con el relato de los hechos en el que se basa, ni con su interpretación legal, ni con la 
imputación de los mismos, y estando todo el expediente lleno de contradicciones, 
inconsistencias, errores e irregularidades, viene a formular las siguientes 


ALEGACIONES 


PRIMERA.-FALSEDAD DE LOS HECHOS ALEGADOS 


En la Propuesta de Resolución se describen los hechos que dan origen a la misma 
encuadrándolos dentro del artículo 36.6 de la LO 4/2015, que establece como 
infracción 


«La desobediencia o la resistencia a la autoridad o a sus agentes en el ejercicio de 
sus funciones, cuando no sean constitutivas de delito, así como la negativa a 
identificarse a requerimiento de la autoridad o de sus agentes o la alegación de 
datos falsos o inexactos en los procesos de identificación.» 


Los hechos descritos en la Propuesta de Resolución son los siguientes: 


«El/La B.PS.C. SECTOR MOVIL-ATOCHA ha formulado denuncia en la que 
consta: 

El día 25/11/2020 a las 12:30 horas, cuando se encontraba en la estación de 
Atocha de Madrid, procedió a la comisión de una desobeciencia a unos agentes de 
la autoridad en el ejercicio legítimo de sus funciones, al no llevar mascarilla y no 
estar justificado el hecho de no portarla por ninguna de las excepciones 
establecidas, se le ordenó que se la pusiera negándose en repetidas ocasiones, 
motivo por el que se le propone para sanción.» 


Sin embargo, como la denunciada ya manifestó en sus Primeras Alegaciones, esta 
descripción es falsa, en la medida en que no se corresponde con lo sucedido. Además, 
a la vista ahora de todo el expediente, puede comprobarse que tampoco se 
corresponde con ninguno de los documentos emitidos por la policía (Acta-Denuncia, 
Parte de Intervención e Informe de Ratificación). 


1. En el Informe de Ratificación de la policía se afirma textualmente que la 
denunciada «accede a portar la mascarilla». 


Según dictamen de la Abogacía General del Estado del 2 de abril del 2020 
(Ref. A.G. Servicios Jurídicos Periféricos 6/20), 


«la infracción de desobediencia precisa necesariamente de un requerimiento 
expreso e individualizado por parte del agente de la autoridad, que no resulte 
atendido por el destinatario de dicho requerimiento». 


El Informe de Ratificación de la policía hace patente que la segunda de estas 
condiciones (que el requerimiento expreso no sea atendido por el particular) no se 
dio en este caso, pues en él se afirma textualmente que la denunciada «accede a 
portar la mascarilla». 


2. La denunciada no recibió varias órdenes ni se negó a obedecer ninguna 
orden. En los hechos descritos en la Propuesta de Resolución se dice que «se le orde- 
nó que se la pusiera negándose en repetidas ocasiones». Lo cual es falso no sólo porque, 
como se acaba de constatar, la denunciada sí se puso una mascarilla, sino porque la 
denunciada se puso una mascarilla la primera y única vez que se le ordenó hacerlo y 
por tanto no se negó nunca a ninguna orden. En ningún momento la denunciada 
desobedeció a los agentes de la autoridad, sino que, por el contrario, siguió en todo 
momento sus instrucciones. Respondió a sus preguntas, se identificó cuando se lo 
pidieron, y cuando una de ellos le ordenó ponerse una mascarilla, se la puso. 


En las declaraciones de los agentes recogidas en el Parte de Intervención, 
redactado justo después de los hechos, no se dice en ningún momento que se diera 
ninguna orden a la denunciada ni que ésta desobedeciera ninguna orden. En el Parte 
de Intervención se dice que a la denunciada le es «indicada la obligación de portarla 
reiteradamente» y «se le vuelve a reiterar la obligación de portar la mascarilla». No 
hubo, pues, según este documento, orden alguna, pues la información sobre una 
obligación no es el «requerimiento expreso e individualizado» que constituye la 
condición primera para que se dé la infracción de desobediencia. Lo descrito en este 
documento es incompleto, en la medida en que omite que en un momento dado sí se 
dio una orden concreta e individualizada y la denunciada la obedeció; además de 
incompleto (y por tanto falso, pues omite una parte de lo ocurrido), es también 
contradictorio con los hechos descritos en la Propuesta de Resolución, así como con el 
Acta-Denuncia y el Informe de Ratificación. 

En el Acta-Denuncia, que está fechada y firmada el mismo día, y hay que suponer 
que poco antes, que el Parte de Intervención, los agentes escriben: «Desobediencia a la 
autoridad o sus agentes, negativa reiterada a portar mascarilla en instalación pública». 
O bien los agentes están en este documento declarando y firmando una versión de los 
hechos completamente distinta a la del Parte de Intervención, lo cual bastaría para 
invalidar ambos documentos, o bien se equivocan, considerando que informar de una 
obligación general es lo mismo que dar una orden expresa e individualizada, la cual 
equivocación bastaría también para invalidar la denuncia. Por su parte, la denunciada 
declara que en ningún momento se negó a ponerse una mascarilla, sino que se 
mantuvo sin ella (que no es lo mismo que negarse) hasta que se le dio la orden de 
ponérsela. 

Finalmente, en el Informe de Ratificación, redactado más de un año después de los 
hechos, los agentes cambian de nuevo su versión de los mismos. Según este documen- 
to, antes de que la denunciada acceda a ponerse una mascarilla, «se le insta en repeti- 
das ocasiones a ponérsela». Éste es el único punto del Informe de Ratificación en el que 
puede interpretarse que los agentes afirman explícitamente que hubo una orden ex- 
presa e individualizada, y repetida, dirigida por ellos a la denunciada, si bien cabría 
exigir que aclararan ellos mismos si están usando el verbo “instar” en tal sentido. Si la 
interpretación correcta es la propuesta de que a la denunciada se le dieron varias ór- 
denes expresas e individualizadas, resulta tanto más extraño que en los documentos 
redactados en el día de los hechos tal extremo fundamental se omitiera. Otras expre- 
siones del Informe de Ratificación: «los agentes le insisten en diversos momentos y es 
informada que ha de portarla según normativa derivada del RD Ley 21/20 Art. 6», «le 
informa de que va a ser propuesta para sanción», no implican la orden expresa e 
individualizada, pues no se aclara en qué le insisten los agentes, y la información no es 
una orden. Por tanto, o bien los agentes usan el verbo “instar” en el sentido de dar una 
orden expresa e individualizada, y entonces su declaración no coincide ni con los he- 
chos realmente sucedidos ni con su propia descripción de los hechos redactada y fir- 
mada el día de los propios hechos, o bien usan el verbo “instar” en algún otro sentido 
(repetir una información, insistir en un dato), y entonces no hubo requerimiento 


expreso e individualizado ni por tanto posibilidad alguna de que hubiera infracción de 
desobediencia. 

En cualquier caso, ha de señalarse que en la instrucción tercera de la Instrucción 
13/2018, de la Secretaría de Estado de Seguridad, del Ministerio del Interior, sobre la 
práctica de los registros corporales externos, la interpretación de determinadas 
infracciones y cuestiones procedimentales en relación con la LO 4/2015, se aclara lo 
relativo a la infracción de desobediencia: 


«TERCERA. - Desobediencia o resistencia a la autoridad o a sus agentes (art. 36.6) 
1.-Los conceptos de desobediencia y de resistencia a la autoridad o a sus 
agentes en el ejercicio de sus funciones, cuando no sean constitutivas de delito, 
deben ser interpretados conforme a la jurisprudencia existente al efecto, que, 
con carácter resumido, los definen como una acción u omisión que constituya 
una negativa implícita o expresa a cumplir una orden legítima, usando 
oposición corporal o fuerza física ante el desarrollo de las competencias de la 
autoridad o sus agentes. 
2.-Por tanto, debe entenderse que una leve o primera negativa al cumplimiento 
de las órdenes o instrucciones dadas por los agentes no puede constituir una 


infracción del art. 36.6, si no se trata de una conducta que finalmente quiebre 


la acción u omisión ordenada por los agentes actuantes o les impida el 
desarrollo de sus funciones.» 





Según la declaración sobre lo ocurrido que hace la denunciada, pero también según la 
versión de los hechos del Informe de Ratificación, no hubo tal conducta que final- 
mente quebrara la acción u omisión ordenada por los agentes, pues lo que finalmente 
ocurrió es que la denunciada se puso una mascarilla. Que no hubo tampoco uso de 
oposición corporal o fuerza física es evidente a la luz de todas las versiones de los 
hechos. 


Ahora bien, entrando más en detalle, en el Informe de Ratificación se afirma en 
primer lugar que «se le insta en repetidas ocasiones a ponérsela» y que «los agentes le 
insisten en diversos momentos y es informada que ha de portarla según normativa 
derivada del RD Ley 21/20 Art. 6», y que la denunciada «continua sin hacer ademán de 
ponerse la mascarilla». Esto es, según lo dicho, falso: se habló de ese RD, pero sin 
darle ninguna orden a la denunciada. Es de hacer notar que tanto la denunciada como 
los dos agentes que hablaron con ella en primer lugar fueron perfectamente educados 
y correctos en esta entrevista. Ahora bien, en el propio Informe de Ratificación se dice 
a continuación que la denunciada no se pone una mascarilla 


«hasta que la agente con C.P. 1143109 le informa de que va a ser propuesta para 
sanción en base al art. 36 apdo 6 de la LO 4/2015 “La desobediencia o la 
resistencia a la autoridad o a sus agentes en el ejercicio de sus funciones, cuando 
no sean constitutivas de delito, así como la negativa a identificarse a requeri- 
miento de la autoridad o de sus agentes o la alegación de datos falsos o inexctos en 
los procesos de identificación de seguridad ciudadana”, y que de persistir en su 


actitud podría, además, incurrir en un ilícito penal, por lo que inmediatamente 
accede a portar la mascarilla obligatoria». 


En honor a la verdad, hay que decir que esta descripción no se corresponde con los 
hechos. La agente que ordenó a la denunciada ponerse una mascarilla no le mencionó 
ninguna ley ni ningunas consecuencias concretas, sino que, casi nada más llegar (pues 
llegó después), le dio la orden de ponerse una mascarilla, sin haber presenciado los 
hechos anteriores que son los que supuestamente justificarían la propuesta de 
sanción, sin cumplir con las formalidades legales correspondientes, y formulando, 
(teniendo ya puesta la denunciada, si mal no recuerda, la susodicha mascarilla) una 
vaga amenaza en el sentido de que ya se encargaría ella de que hubiera consecuencias 
para la denunciada (la denunciada no recuerda las palabras textuales). 

Ahora bien, el Informe de Ratificación de la policía es en sus propios términos 
también exculpatorio para la denunciada a este respecto, ya que dice que los agentes 
sólo le habían mencionado hasta ese momento la ley que regulaba entonces el uso de 
las mascarillas (RD Ley 21/20) y que la denunciada no se pone la mascarilla hasta 
que se la informa «de que va a ser propuesta para sanción en base» a otra ley, el art. 
36.6 de la LO 4/2015 de desobediencia o resistencia a la autoridad o a sus agentes. 
Según el Informe de los agentes, pues, no se hizo ninguna advertencia previa al 
respecto, ni tampoco se informó de las consecuencias de la aplicación de esa ley, sino 
sólo de que a la denunciada podría incluso aplicársele otra tercera normativa (la del 
delito de desobediencia). Y según el Informe de Ratificación, la denunciada obedece 
inmediatamente cuando esto sucede. 

Pues bien: según la Resolución del Defensor del Pueblo de Navarra (Q20/1130) de 
24 noviembre del 2020, 


«Los elementos propios y que singularizan a dicha conducta infractora [la 
desobediencia] han sido analizados por la jurisprudencia. En este sentido, el Auto 
número 318/2020, de 24 de abril, de la Audiencia Provincial de Islas Baleares, 
referido al estado de alarma, recoge la jurisprudencia del Tribunal Supremo 
relativa al delito de desobediencia, y declara lo siguiente: 

“De conformidad con la jurisprudencia del Tribunal Supremo (STS 
821/2003, 1615/2003), el delito de desobediencia requiere: a) un mandato ex- 
preso, concreto y terminante de hacer o no hacer una específica conducta, ema- 
nado de la Autoridad o sus agentes y que debe hallarse dentro de sus legales 
competencias; b) que la orden, revestida de todas las formalidades legales, haya 
sido claramente notificada al obligado a cumplirla, de manera que éste haya 
podido tomar pleno conocimiento de su contenido; c) la resistencia del 
requerido a cumplimentar aquello que se le ordena, lo que equivale a la exigible 


concurrencia del dolo de desobedecer, que implica que frente al mandato 
persistente y reiterado se alce el obligado a acatarlo y cumplirlo en una 


oposición tenaz, contumaz y rebelde, obstinada y recalcitrante; y e) en todo 
caso, debe alcanzar una especial gravedad al objeto de diferenciar el delito de 


la falta de desobediencia prevista en el artículo 634 CP Ante la actual despena - 
lización de la falta deberíamos hablar aquí de infracción administrativa. [...] 

La tipicidad consiste en desobedecer intencionalmente, es decir, omitir o no 
realizar conscientemente el comportamiento que impone o prohíbe el mandato, 


para lo cual se precisa una previa intimación que exprese el contenido de lo 
mandado y las consecuencias de su incumplimiento. La presencia de este 
elemento es necesaria para configurar el dolo típico; el elemento cognitivo del 


dolo presupone el conocimiento del contenido del mandato y las consecuencias 
de su desatención”.» 





En este caso no se cumple ninguno de estos requisitos, pues la denunciada obede- 
ció, según reconoce el Informe de Ratificación, y, también según Informe de 
Ratificación, lo hizo «inmediatamente» en el único momento en el que se la 
informó de la ley que se le iba a aplicar y de alguna de las posibles 
consecuencias de la situación. 

Reiteramos: según el Informe de Ratificación de la policía: a) a la denunciada se le 
habla en primer lugar de una ley (RD Ley 21/20) y se pasa a continuación a 
informarla «de que va a ser propuesta para sanción en base» a otra (LO 4/2015); b) 
esta información se da como algo inamovible: no hay, pues, según el Informe, 
advertencia previa; c) no hay tampoco, según el Informe, explicación de las 
consecuencias de la aplicación de esa ley recién citada; d) se informa a la denunciada 
de que podría aplicársele otra tercera ley distinta; e) la denunciada accede 
inmediatamente a causa precisamente («por lo que») de que se le ha indicado qué ley 
se le aplica y algunas de las posibles consecuencias de la situación. Nótese que según 
el Informe de Ratificación los puntos a), b), c) y d) se dan todos en un solo parlamento 
de una de los agentes, sin haber respuesta a ninguno de ellos: la única respuesta, 
inmediata, es la obediencia de la denunciada. 

El párrafo siguiente del Informe de Ratificación es patentemente contradic- 
torio con éste que acabamos de citar. En él se dice «Que en todo momento ha sido 
informada que su comportamiento era sancionable, teniendo que advertirle en diversas 
ocasiones que de continuar con esa actitud incurriría en delito penal»; mientras que en 
el párrafo anterior se decía que la denunciada permanece sin mascarilla «hasta que» 
se la informa de que se la podía sancionar según la LO 4/2015 y de que podría incu- 
rrir en ilícito penal, «por lo que inmediatamente accede a portar la mascarilla obligato- 
ria». Según el primero de estos dos párrafos, la denunciada se pone la masca- 
rilla «inmediatamente» en cuanto se le menciona la posibilidad de incurrir en 
delito penal y precisamente porque se le menciona («por lo que»); según el 
segundo, esta posibilidad se le había mencionado ya «en diversas ocasiones». 

Esta contradicción por sí misma basta para invalidar el Informe de Ratificación de 
la policía, haciendo evidente que no es una reproducción fiel de los hechos ocurridos. 

Nótese, en cualquier caso, que la ley por la que finalmente se ha denunciado a la 
denunciada (ni la de las mascarillas ni la del delito de desobediencia, sino la de la 
infracción de desobediencia) se le menciona a la denunciada, según el propio Informe 


de Ratificación, una única vez, y no como advertencia, ni acompañada de ninguna 
orden, sino como información de algo que va a suceder indefectiblemente («le 
informa de que va a ser propuesta para sanción»). De hecho, la inmediata obediencia 
de la denunciada no le ha evitado ser objeto de una denuncia por desobediencia. 

Cabe, por último, y dado que en el presente expediente se otorga valor probatorio 
a la existencia de una ratificación sin siquiera considerar su contenido, expresar esta 
alegación en otros términos: la denunciada no oyó, no percibió o no tuvo conciencia 
de recibir ninguna orden antes de la que ella misma reconoce desde el principio que 
recibió y obedeció inmediatamente. 


SEGUNDA.-EL «BREVE RESUMEN DE LOS HECHOS» DEL INFORME DE 
RATIFICACIÓN ES CONFUSO E INCLUYE SUPOSICIONES SOBRE HECHOS NO 
PRESENCIADOS POR LOS AGENTES Y OPINIONES PARTICULARES SUYAS SOBRE 
ESTOS HECHOS QUE SON IRRELEVANTES 


El párrafo completo del Informe de Ratificación en el que se afirma, en 
contradicción con el anterior, que ya se había advertido en diversas ocasiones a la 
denunciada sobre la posibilidad de incurrir en delito penal, reza: 


«Que en todo momento ha sido informada de que su comportamiento era 
sancionable, teniendo que advertirle en diversas ocasiones que de continuar con 
esa actitud incurriría en delito penal como ya se ha indicado anteriormente, 
evitando el menor perjuicicio posible para la infractora, mostrando un actitud des- 
pectiva y de sobervia hacia todos los actuantes y hacia los que con ella viajaban ya 
que no ha mostrado en ningún momento ningún tipo de empatía hacia ellos, 
creando alarma social por el mero hecho de no portar debidamente la mascarilla 
en el interior de un transporte público, sin tener en cuenta el temor de algunas 
personas que, en aquel momento aún no se habían vacunado, con la inseguridad 
que ocasionaba tener a alguna persona próxima sin las correspondientes medidas 
de autoprotección para uno mismo y PARA LOS DEMÁS». 


Sobre lo todavía no comentado de este párrafo cabe señalar: 


1) No se sabe qué relación puede tener todo ello con la infracción con respecto a la 
cual los agentes de policía debían ratificarse en los hechos por ellos mismos 
declarados. 

2) Todo lo que se dice es falso. La denunciada no tuvo en ningún momento una actitud 
despectiva y de soberbia hacia los actuantes, a no ser que se considere desprecio y 
soberbia el intento de defender lo que uno considera sus derechos con la máxima 
educación. La única persona que en todo este incidente mostró una actitud despectiva 
y soberbia fue la agente que llegó después y dio a la denunciada la orden de ponerse 
una mascarilla. 


3) En cuanto a lo que se dice en el tramo que va desde «y hacía los que con ella 

viajaban» y acaba al final del párrafo («PARA LOS DEMÁS»), 
3.1) es también completamente falso; 
3.2) no puede ser objeto de afirmación ni ratificación por parte de los agentes de 
la policía, que no estuvieron presentes durante el viaje, y resulta cuanto menos 
extraño, improcedente e irregular que hablen de lo que no vieron y se ratifiquen 
en lo que no presenciaron. Lo cual constituye otro motivo más para constatar 
que el Informe de Ratificación no es en general fiel a los hechos y mezcla 
indiscriminadamente suposiciones y falsedades o errores de distintos tipos 
constantemente. Ha de notarse que este párrafo está incluido en «el breve 
resumen de los hechos que motivan las presentes». 
3.3) Incluso aunque los agentes hubieran estado presentes, es imposible que 
sepan o puedan afirmar nada al respecto de los pensamientos o el estado 
anímico de los viajeros o de la denunciada, como que ellos sintieran temor o que 
ella no tuviera en cuenta este posible temor, o que mostrara «falta de empatía» 
hacia ellos, o ellos hacia ella. 
3.4) Los agentes se lanzan asimismo a hacer afirmaciones de tipo científico 
sobre asuntos de epidemiología y salud pública, al hablar de «la inseguridad que 
ocasionaba tener a alguna persona próxima sin las correspondientes medidas de 
autoprotección para uno mismo y PARA LOS DEMÁS». Las opiniones que los 
agentes de policía expresan en este punto son tan respetables como las de 
cualquier persona, pero no tienen ni autoridad ni validez ni relevancia alguna al 
propósito que nos ocupa, pues, por un lado, carecen de los conocimientos 
necesarios para afirmar nada al respecto, y, por otro, tales opiniones nada tienen 
que ver con el asunto sobre el que se les había pedido que se ratificaran. 


Según STC 35/2006 (13 de febrero), 


«Es igualmente evidente que el art. 137.3 LPC no establece tampoco una 
presunción iuris et de iure de veracidad o certeza de los atestados (que sería 
incompatible con la presunción constitucional de inocencia), ya que expresamente 
admite la acreditación en contrario. A ello debe añadirse que ese valor probatorio 


de los hechos reflejados en el atestado sólo puede referirse a los hechos 


comprobados directamente por el funcionario actuante, quedando fuera de su 


alcance las calificaciones jurídicas, los juicios de valor o las simples opiniones que 


los funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad consignen en sus 
denuncias y atestados.» 


Ahora bien, el hecho de que los agentes se hayan detenido a hacer estas declara- 
ciones sobre lo que ellos imaginan que pudo haber pasado cuando no estaban presen- 
tes, lo que cada cual pudo haber sentido o pensado, los modos de propagación de las 
enfermedades y la mejor manera de evitarlos, no puede dejar de ser revelador, en la 
medida en que podemos atrevernos a suponer que tales hipótesis, imaginaciones y 
opiniones, que es muy comprensible que tengan como personas particulares pero que 


nada tienen que ver con su función de agentes de la autoridad, son el verdadero 
motivo de que hayan actuado como lo han hecho, y de que todos los documentos 
emitidos y firmados por ellos sean tan confusos y contradictorios. Los agentes de 
policía en el ejercicio de sus funciones deben atenerse a la ley y hacer cumplir la ley, 
no actuar sobre la base de lo que a ellos, como personas particulares, les parezca 
mejor o más deseable. 

Es decir: de este párrafo cabe deducir que los agentes de policía que hacen estas 
declaraciones creen saber cuál es, más allá de la ley, la verdad y el bien, y que han 
actuado de acuerdo con esta creencia y no de acuerdo con la ley. 

En cualquier caso, estas afirmaciones de los agentes son una nueva muestra de 
hasta qué punto este informe es un cúmulo de sinsentidos. 


TERCERA.-DE PARECIDO TENOR SON LAS MANIFESTACIONES ATRIBUIDAS AL 
INTERVENTOR DEL TREN EN EL INFORME DE RATIFICACIÓN 


Las manifestaciones que se atribuyen al principio del Informe de Ratificación, más 
de un año después de los hechos, al interventor del tren van en el mismo sentido, 
llegando a afirmar éste, según los agentes, que la denunciada «ha hecho caso omiso de 
sus indicaciones durante todo el trayecto, obviando y dificultando el normal funciona- 
miento del servicio ferroviario, incomodando al pasaje del convoy y al resto de usuarios 
y poniendo en riesgo la salud de los viajeros, debido a la crisis sanitaria originada por el 
COVID-19». Excepto tal vez la frase «ha hecho caso omiso de sus indicaciones durante 
todo el trayecto», todo lo demás es irrelevante para el asunto en cuestión y supone la 
misma intromisión de las supuestas opiniones del interventor en materia de salud 
pública en un asunto que nada tiene que ver con opiniones sino con hechos y leyes. 

El interventor de la RENFE exigió a la denunciada que le enseñara documentación 
médica que justificara la exención del uso de mascarilla, y la denunciada le explicó 
que la legalidad vigente no exigía mostrar tal documentación ni daba derecho a nadie 
a pedirla, y que desde la propia RENFE le habían confirmado que no tenían ninguna 
norma añadida a la legalidad vigente y que el llevar o no documentación médica era 
responsabilidad de cada cual. Se aporta una respuesta de la RENFE a una consulta al 
respecto de la denunciada como Documento 1. De esta respuesta cabe destacar aquí el 
siguiente pasaje: 


«Renfe no ha estipulado ninguna medida extraordinaria a las estipuladas por 
los organismos competentes. En nuestro caso, nos limitamos a indicar que ir con la 
debida justificación minimizaría las posibles situaciones que pudieran surgir por 
su no uso. 

En cualquier caso, y al no tener Renfe responsabilidad directa sobre el uso de 
las mascarillas, entendemos que el no uso en nuestros servicios, así como llevar o 
no justificación de tal circunstancia, es de la exclusiva responsabilidad personal de 
cada individuo.» 


Por tanto, la denunciada no hizo caso omiso al interventor, sino que le explicó lo 
mejor que pudo lo que ella sabía de la normativa al respecto; tampoco dificultó en 
modo alguno «el normal funcionamiento del servicio ferroviario» (si bien desconoce 
qué puede querer decir «obviar» ese buen servicio), si incomodó a alguien no lo hizo 
intencionadamente, y considera haber actuado con arreglo a la ley en todo lo relativo 
a los riesgos sanitarios. 


CUARTA.-INCUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 19.2 DE LA LO 4/2015. LOS AGENTES 
NO ENTREGARON COPIA DEL ACTA-DENUNCIA NI OFRECIERON A LA 
DENUNCIADA POSIBILIDAD DE FIRMARLA 


En el penúltimo párrafo de la descripción de los hechos del Informe de 
Ratificación, los agentes reconocen que no entregan a la denunciada copia del 
Acta-Denuncia ni le ofrecen la posibilidad de firmarla. 

Ahora bien, los agentes dan una justificación para este incumplimiento del 
artículo 19.2 de la LO 4/2015 en su versión de los hechos. Dejemos de lado el párrafo 
anterior, en el que los agentes abandonan, como se ha visto, el orden cronológico de 
los acontecimientos e incluso los acontecimientos mismos, lanzándose a diversas 
hipótesis, imaginaciones y suposiciones sobre lo ocurrido antes de su llegada. Según 
el Informe de Ratificación, pues, después de que se informara a la denunciada de que 
iba a ser propuesta para sanción por infracción de desobediencia y que de persistir en 
su actitud podría incurrir en ilícito penal, y de que ella accediera por ello e 
inmediatamente a ponerse una mascarilla, justo después de eso, 


«cuando se va a proceder a levantar la correspondiente acta con n.? 267022, esta 
persona abandona el lugar, habiendo solo copiado sus datos de filiación en la 
correspondiente acta, y entregánodole su documentación, continuando su camino, 
indicándole que se le está formulando el acta, a lo que ella continuaba andando 
alegando, que había cosas más importantes que hacer que preocuparse por no 
llevar una mascarilla siendo imposible que firmara el mismo, así como tampoco se 
le pudo entregar la copia pertinente». 


La falsedad de esta descripción, hecha sólo para justificar la falta de cumplimiento 
del artículo 19.2 de la LO 4/2015, se echa de ver con claridad meridiana en la 
confusión de lo relatado. ¿Hay que imaginar a los agentes o a alguno de ellos siguien- 
do a la denunciada para devolverle su documentación mientras ella continúa su cami- 
no, pues esta denunciada imaginaria es tan atolondrada que se va antes de que se la 
devuelvan, o es tan soberbia y despectiva que no le importa irse sin su documenta- 
ción? ¿Y que al mismo tiempo que sigue caminando se le indica que se le está formu- 
lando el acta? ¿Cómo, siguiéndola, o a gritos? ¿Hay que imaginar que entonces ella 
contesta, mientras continúa andando, «que había cosas más importantes que hacer que 
preocuparse por no llevar una mascarilla»? Y esto, ¿se lo dice a algún agente o agentes 
que la siguen en su camino o lo grita volviéndose o sin volverse de manera que sea 
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audible para los tres agentes que hacen estas declaraciones? Y, si es posible devolver 
la documentación y mantener una conversación así, mientras una persona abandona 
el lugar y continúa andando y andando y andando, ya sea porque uno o varios agentes 
la acompañan, ya sea porque se habla a gritos, ¿no podían entonces los agentes haber 
continuado la conversación cumpliendo con su obligación de darle a la denunciada la 
posibilidad de firmar el acta y de quedarse con una copia «del mismo»? Lo único claro 
en este relato es que los agentes reconocen que no hicieron tal cosa. 

¿Hemos de imaginar también que la denunciada, quien, según se desprende de la 
versión de los hechos del Informe de Ratificación, acaba de mostrar su preocupación y 
hasta su miedo ante las posibles consecuencias de no llevar puesta una mascarilla, y 
que ha accedido inmediatamente a ponérsela en cuanto ha sido consciente de estas 
consecuencias, adopta de nuevo y sin solución de continuidad una «actitud despectiva 
y sobervia» y se va sin pararse a recoger su documentación y diciendo que hay «cosas 
más importantes que hacer que preocuparse por no llevar una mascarilla»? 

La denunciada ya no sabe si pedir como prueba un informe pericial psicológico de 
sí misma o de los agentes que pergeñan tales declaraciones. 

En cualquier caso, esta inverosímil descripción es otra prueba más de que no cabe 
dar ninguna validez a este documento y también, a estas alturas, de que las declara- 
ciones en él contenidas no están hechas de buena fe. 

Es, por supuesto, falso que la denunciada dijera tales palabras ni ninguna otra 
cosa parecida o que no esperara a que se le diera copia del acta o posibilidad de 
firmarla. Lo cierto es simplemente que no se le dio tal posibilidad, según se estipula 
que ha de hacerse en el artículo 19.2 de la LO 4/2015, ni tampoco se le informó de 
que se estuviera levantando acta alguna, ni se le pidió, u ordenó, a la denunciada, que 
esperara a firmar el acta y recoger su copia. 

Tal vez en las grabaciones de las cámaras de seguridad de la RENFE que la 
denunciada pidió en sus Primeras Alegaciones que se comprobaran pueda verse que 
tal descripción no se corresponde con los hechos y tal vez pueda verse también en 
qué momento los agentes levantaron el acta en cuestión. 


QUINTA.-OTRA CONTRADICCIÓN Y FALSEDAD DEL INFORME DE RATIFICACIÓN, 
QUE AFIRMA POR DOS VECES QUE LA DENUNCIADA NO SE PONE NUNCA UNA 
MASCARILLA 


A pesar de que, como se ha visto en la alegación primera, en el Informe de 
Ratificación se afirma que en un momento dado la denunciada se pone una mascarilla, 
en otros puntos del Informe se declara que la denunciada sigue «negándose de 
manera reiterada en todo momento», y que «durante toda la intervención continua sin 
hacer ademán de ponerse la mascarilla». 

Esta contradicción tan grave bastaría por sí sola para invalidar el Informe de 
Ratificación de la policía. 
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SEXTA.-EN EL INFORME DE RATIFICACIÓN DE LA POLICÍA SE PRETENDE AÑADIR 
AL INTERVENTOR DEL TREN COMO UN CUARTO AGENTE DE LA AUTORIDAD 
SUPUESTAMENTE DESOBEDECIDO 


En el último párrafo de la descripción de los «hechos» del Informe de Ratificación, 
los agentes afirman que «se ratifican plenamente en su postura inicial, ya que se 
produce una desobediencia reiterada no sólo a éstos, si no al Interventor actuante, el 
cual ejerce la función de autoridad en las actividades ferroviarias según el apto. 4, art. 
86, título VII de la Ley 39/2003, de noviembre del Sector Ferroviario». Sin embargo, esto 
no es una ratificación de la postura inicial de los agentes, que en los documentos 
previos no mencionaron nada al respecto de una posible desobediencia al interventor. 

Cambiar así la denuncia en un Informe de Ratificación, pretendiendo añadir a un 
cuarto agente de la autoridad supuestamente desobedecido, es a todas luces algo 
completamente irregular. La denunciada, por lo demás, sin conocer la ley al respecto, 
se pregunta si no sería necesario para ello hacer otra denuncia distinta, y también si 
no haría falta que fuera el propio interventor el que la interpusiera (ya fuera particu- 
larmente o junto con los tres agentes de policía). Si la denunciada tiene razón en 
alguna de estas suposiciones, esta declaración de los agentes de policía resulta toda- 
vía más irregular, por no decir flagrantemente contraria a la ley, y no puede dejar de 
decirse que da toda la impresión de ser el resultado de un intento de acumular todos 
los argumentos que a los agentes se les han ocurrido en contra de la denunciada. 

De nuevo, el Informe de Ratificación se muestra como un documento absurdo, 
lleno de contradicciones, sinsentidos, falsedades, irrelevancias, opiniones personales 
e irregularidades, y no puede por tanto servir para sustentar nada. 

La denunciada no puede dejar de preguntarse si tales documentos como este 
Informe de Ratificación son normales, o si es sólo la situación que vivimos desde 
marzo del 2020 la que ha dado lugar a tal fe ciega en que cualquier medio es bueno 
para conseguir lo que uno cree que es mejor, que los agentes encargados de velar por 
el cumplimiento de la ley son los primeros en desobedecerla. 


SÉPTIMA.-LA AGENTE QUE DIO LA ORDEN EN CUESTIÓN NO ESTUVO PRESENTE 
DESDE EL PRINCIPIO DEL INCIDENTE NI DURANTE EL PROCESO DE 
IDENTIFICACIÓN, Y NO PUDO POR TANTO PRESENCIAR LOS HECHOS QUE SE 
SUPONE QUE HABRÍAN PODIDO JUSTIFICAR LA ORDEN O LA DENUNCIA NI 
PUEDE DECLARAR SOBRE HECHOS QUE NO PRESENCIÓ. 


La agente que dio la orden a la denunciada de ponerse una mascarilla no estuvo 
presente durante la identificación y primera parte de los hechos, de manera que no 
pudo presenciar los hechos que se supone que podrían haber justificado la orden de 
ponerse una mascarilla, orden que dicha agente dio casi nada más llegar, ni puede 
tampoco esta agente declarar ni ratificarse con respecto a nada de lo sucedido antes 
de su llegada. Es por ello fundamental comprobar este extremo en las grabaciones de 
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las cámaras de seguridad de la fecha, hora y lugar de los hechos y requerir a los 
agentes que declaren explícitamente sobre ello. 
Según el artículo 52 de la LO 4/2015, 


«En los procedimientos sancionadores que se instruyan en las materias objeto de 
esta Ley, las denuncias, atestados o actas formulados por los agentes de la 
autoridad en ejercicio de sus funciones que hubiesen presenciado los hechos 
previa ratificación en el caso de haber sido negados por los denunciados, 
constituirán base suficiente para adoptar la resolución que proceda, salvo prueba 
en contrario y sin perjuicio de que aquéllos deban aportar al expediente todos los 
elementos probatorios disponibles». 


Tanto el Tribunal Constitucional como los tribunales ordinarios han reafirmado la 
exigencia legal de denuncia y ratificación por la persona que presenció directa y 
materialmente los hechos. Según la ya citada STC 35/2006, de 13 de febrero, 


«Es igualmente evidente que el art. 137.3 LPC no establece tampoco una 
presunción iuris et de iure de veracidad o certeza de los atestados (que sería 
incompatible con la presunción constitucional de inocencia), ya que expresamente 
admite la acreditación en contrario. A ello debe añadirse que ese valor probatorio 
de los hechos reflejados en el atestado sólo puede referirse a los hechos 
comprobados directamente por el funcionario actuante». 


De la misma manera, en la STSJ de Cataluña 927/2001 (19 de julio), se habla, al 
mismo respecto, de «las informaciones aportadas por los agentes de la autoridad que 
hubieren presenciado los hechos»; y quede mencionada también la STC 341/1993 (18 
de noviembre). 

Es por todo ello que se considera que en el presente expediente sancionador no se 
ha efectuado la ratificación exigida jurisprudencial y normativamente, dado que la 
resolución basada en una denuncia firmada por una persona que no conoció directa y 
materialmente todos los hechos denunciados constituye una vulneración del derecho 
a la presunción de inocencia. 


OCTAVA.-EN EL INFORME DE RATIFICACIÓN NO SE HACE EL DESMENTIDO O 
CONFIRMACIÓN Y ACLARACIÓN EXIGIDOS CON RESPECTO A LA ALEGACIÓN DE 
LA DENUNCIADA DE QUE UNA DE LAS AGENTES NO PRESENCIÓ LOS HECHOS 
DESDE EL PRINCIPIO 


En sus Primeras Alegaciones la denunciada declaró que la agente de la policía que 
le ordenó por primera y única vez ponerse una mascarilla no estuvo presente durante 
la identificación y entrevista previa que la denunciada mantuvo con los otros dos 
agentes. En la Solicitud de Informe de Ratificación se exige explícitamente de los 
agentes de policía que hagan un «Desmentido o confirmación y aclaración sobre las 
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manifestaciones plasmadas en escrito de alegaciones que afectan a los actuantes». Esta 
exigencia no se ha cumplido con respecto a este punto. 

De hecho, en el Informe de Ratificación se habla como si los tres agentes hubieran 
estado presentes en todo momento. Es de creer que si la alegación de la denunciada 
hubiera sido falsa, la habrían negado claramente. 


NOVENA.-FALTA DE REFERENCIA, O REFERENCIA CONFUSA, EN EL INFORME DE 
RATIFICACIÓN, A LA NORMATIVA QUE SUSTENTA LA ORDEN DE PONERSE UNA 
MASCARILLA, LO QUE DA LUGAR A UNA SITUACIÓN DE INDEFENSIÓN PARA LA 
DENUNCIADA 


Una de las alegaciones contenidas en el primer escrito de alegaciones de la 
denunciada era que 


«En la Notificación recibida no se especifica dónde están establecidas las 
excepciones que justificarían el “no portar mascarilla”, sino que se habla de 
“excepciones establecidas” con total vaguedad, de manera que en la propia 
descripción de los hechos se hace patente la falta de base legal para ordenar a la 
denunciada ponerse una mascarilla. Se produce así también una situación de 
indefensión para la denunciada». 


Pues bien: en el Informe de Ratificación se declara que la denunciada «ha de 
portarla [la mascarilla] según normativa derivada del R.D.-ley 21/20 Art. 6». Si esto 
quiere decir que hay otra normativa aparte del R.D.-ley 21/20 pero derivada de él, de 
nuevo sigue sin especificarse cuál es esa normativa derivada y sigue por tanto 
produciéndose una situación de indefensión para la denunciada, en la medida en que 
no puede, sobre la base de la documentación recibida, saber a qué normativa 
derivada debe remitirse para su defensa con respecto a este punto. Si lo que se quiere 
decir es alguna otra cosa, no queda claro en absoluto, y por tanto se produce la misma 
situación de indefensión. 

Además, los agentes pasan a continuación a citar el artículo sexto del R.D.-ley 
21/2020, pero lo citan incompleto. En concreto, lo que no se cita completo es su 
punto segundo, que es precisamente el que establece las excepciones a la obligación 
del uso de mascarilla, que es lo relevante y lo que se requería en la alegación citada. El 
art. 6.2 completo, ya citado en las Primeras Alegaciones, reza: 


«La obligación contenida en el apartado anterior no será exigible para las 
personas que presenten algún tipo de enfermedad o dificultad respiratoria que 
pueda verse agravada por el uso de la mascarilla o que, por su situación de 
discapacidad o dependencia, no dispongan de autonomía para quitarse la 
mascarilla, o bien presenten alteraciones de conducta que hagan inviable su 
utilización. Tampoco será exigible en el caso de ejercicio de deporte individual al 
aire libre, ni en los supuestos de fuerza mayor o situación de necesidad o cuando, 
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por la propia naturaleza de las actividades, el uso de la mascarilla resulte 
incompatible, con arreglo a las indicaciones de las autoridades sanitarias.» 


Los agentes de policía citan sólo hasta «hagan inviable su utilización», lo que 
resulta en una visión distorsionada de uno de los puntos legales fundamentales en 
cuestión. 


DÉCIMA.-FALTA DE RATIFICACIÓN DE DOS DE LOS FUNCIONARIOS QUE 
PRESENCIARON DIRECTA Y MATERIALMENTE LOS HECHOS, TOTAL O 
PARCIALMENTE. VULNERACIÓN DEL DERECHO A LA PRESUNCIÓN DE 
INOCENCIA. INCUMPLIMIENTO DEL ARTÍCULO 52 DE LA LO 4/2015. 


En todos los documentos emitidos por la policía (Acta-Denuncia, Parte de 
Intervención, Informe de Ratificación) consta que los agentes que intervinieron en los 
hechos fueron tres: los agentes con C.P. 114319, 132564 y 138345. Como ya se ha 
señalado, sólo dos de ellos estuvieron presentes desde el principio, llegando la tercera 
después. 

Sin embargo, en el Informe de Ratificación, el funcionario de policía que firma es 
solamente el agente con C.P. 132564. 

En la Solicitud de Informe de Ratificación dice textualmente: «Se solicita la 
realización y posterior remisión de informe por parte de los agentes 114319, 132564 y 
138345». Esta exigencia no se ha cumplido. Por tanto, el Informe de Ratificación 
carece de validez. 

Dado que los otros dos agentes también estuvieron presentes, total o parcialmen- 
te, y que los tres firman el Acta-Denuncia inicial y el Parte de Intervención, el Informe 
de Ratificación debería estar firmado también por los tres (aunque incluyendo la 
indicación de que una de ellos no estuvo presente durante la primera parte del 
incidente). Tanto más cuanto que en dicho Informe se afirma que «los funcionarios SE 
RATIFICAN PLENAMENTE EN SU POSTURA INICIAL», y resulta completamente 
irregular que esta afirmación sobre la ratificación de los tres funcionarios esté 
firmada solamente por uno de ellos. 

La necesidad de denuncia y ratificación de los agentes que presenciaron directa y 
materialmente los hechos está establecida, como se ha dicho, en el artículo 52 de la 
LO 4/2015. Dense aquí por repetidas las citas de este artículo y de la jurisprudencia 
hechas en la ALEGACIÓN SÉPTIMA, y añádase la STC 243/2007, de 10 de diciembre, 
según la cual: 


«Una segunda circunstancia, en este caso de carácter normativo, independiente de 
la anterior, es que la infracción venía tipificada en la Ley Orgánica 1/1992, de 21 
de febrero, sobre protección de la seguridad ciudadana, de modo que la necesidad 
de ratificación de la denuncia y de acopiar los elementos de prueba que 
razonablemente acreditaran los hechos por los que se impone la sanción no deriva 
solamente de la directa aplicación de los preceptos constitucionales, sino que es el 
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propio legislador el que impone a la Administración el deber de contar con la 
ratificación de los agentes denunciantes para poder fundar la resolución 


sancionadora en la denuncia formulada por éstos. Así se desprende del tenor del 
art. 37 de la Ley Orgánica sobre protección de la seguridad ciudadana, ya 
transcrito, y de la interpretación de este precepto que, para su acomodación a las 
exigencias constitucionales, impuso este Tribunal en la STC 341/1993, de 18 de 
noviembre, al afirmar que: “A falta de prueba en contrario, las informaciones de 
los agentes tampoco dan, por sí solas, base para “adoptar la resolución que 

roceda” (eventualmente sancionatoria) eficacia que sólo podrán llegar a 
alcanzar con el asentimiento tácito del expedientado al contenido fáctico del 
informe o, caso de negar éste los hechos, mediante la necesaria ratificación de los 
informantes en el expediente”.» 


Es por todo ello que se considera que en el presente expediente sancionador no se 





ha efectuado la ratificación exigida jurisprudencial y normativamente, dado que la 
Propuesta de Resolución basada en una denuncia que no ha sido ratificada por 
quienes conocieron directa y materialmente los hechos denunciados e hicieron y 
firmaron en primer lugar el Acta-Denuncia y el Parte de Intervención constituye una 
vulneración del derecho a la presunción de inocencia. 


UNDÉCIMA.-EL INFORME DE RATIFICACIÓN NO CUMPLE CON LO REQUERIDO EN 
EL DOCUMENTO DE SOLICITUD DE INFORME DE RATIFICACIÓN 


El Informe de Ratificación no cumple con lo requerido en el documento de 
Solicitud de Informe de Ratificación: 


a) En la Solicitud de Informe de Ratificación dice textualmente: «Se solicita la 
realización y posterior remisión de informe por parte de los agentes 114319, 132564 
y 138345». Esta exigencia no se ha cumplido, dado que el Informe está firmado sólo 
por uno de ellos, el agente 132564. 

b) Como hemos visto, la versión de los hechos ofrecida en el Informe de 
Ratificación es cualquier cosa menos el «Relato breve, claro y preciso de los motivos 
que dan lugar a la intervención (motivo de la identificación y cacheo, si se realizó; en 
qué circunstancias tuvo lugar la infracción hacia el/los agentes y si se ofreció copia 
del acta emitida y/o firma de la misma)» que se exigía de los agentes en la Solicitud 
de Informe de Ratificación. 

c) En esta Solicitud se requiere además «Desmentido o confirmación y aclaración 
sobre las manifestaciones plasmadas en escrito de alegaciones que afectan a los 
actuantes». Como ya se ha indicado, tal desmentido o confirmación y aclaración no 
se hace con respecto a la manifestación de la denunciada en sus Primeras 
Alegaciones de que una de los tres agentes no estuvo presente desde el principio 
del incidente. 
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d) Se pide también que se incluya el «Tipo y n.° de documentación utilizada para la 
plena identificación del denunciado», y el número de DNI de la denunciada se da 
incorrectamente, como XXXXXXX9-X, cuando es el XXXXXXX4.-X. 


El artículo 77.5 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, dispone que 


«los documentos formalizados por los funcionarios a los que se reconoce la 
condición de autoridad y en los que, observándose los requisitos legales 
correspondientes se recojan los hechos constatados por aquéllos harán prueba de 
éstos salvo que se acredite lo contrario.» 


En el mismo sentido se pronuncia, por ejemplo, el Tribunal Supremo, entre otras, 
en su Sentencia 2594/2009 (29 de abril): 


«El artículo 137.3 de la LRJAPYPAC dispone que sólo los hechos constatados por 
funcionarios a los que se reconoce la condición de autoridad, y que formalicen en 
documento público, observando los requisitos legales pertinentes, tendrán valor 
probatorio sin perjuicio de las pruebas que en defensa de los respectivos derechos 
e intereses puedan señalar o aportar los propios administrados. 

Tales requisitos, exigidos por la LRJAPYPAC, son: 
a) Que el funcionario público actuante tenga la condición de autoridad. 
b) Que se trate de hechos directamente constatados por el funcionario, no siendo 
válidas sus apreciaciones subjetivas o meras valoraciones de conciencia, basadas 
en haber escuchado unos disparos, sin tener ocasión de observar quien los realizó. 
c) La formalización en documento público en el que se observen los requisitos 
legales pertinentes, posteriormente ratificado por el mismo agente que formuló la 
denuncia y presenció personalmente los hechos.» 


En la Resolución del Tribunal Administrativo de Navarra del expediente del 
recurso de alzada número 18-01813, de 2018, se añade: 


«que nuestro ordenamiento jurídico, y en particular el ya citado artículo 77.5 de la 
LPAC, pone en manos de los agentes de la autoridad una serie de potentes 
facultades que limitan los derechos de los ciudadanos y que pueden incluso, como 
en casos como el que nos ocupa, conducir a la imposición de sanciones con el solo 
soporte de su denuncia, informe o testimonio. Facultades necesarias para 
asegurar el éxito de su trascendental misión de asegurar el cumplimiento de la ley, 
la garantía de los derechos y libertades y de la seguridad ciudadana, pero que 


tienen como contrapeso la exigencia de su aplicación con el máximo rigor y el 
respeto escrupuloso de los cauces formales establecidos.» 


De nuevo, las muchas irregularidades del Informe de Ratificación contenido en el 
expediente muestran que tal informe carece del menor valor probatorio. 
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DUODÉCIMA.-CONTRADICCIONES E INCONSISTENCIAS ENTRE LOS DISTINTOS 
DOCUMENTOS DE LA POLICÍA Y DEL EXPEDIENTE EN GENERAL 


Una vez vistas las muchas contradicciones e inconsistencias del Informe de 
Ratificación consigo mismo, procede considerar los puntos principales en los que los 
distintos documentos que se incluyen en el expediente se contradicen entre sí o son 
inconsistentes unos con otros. Algunas de estas contradicciones e inconsistencias se 
han mencionado ya. 


1. El hecho fundamental, que es que la denunciada sí obedeció y se puso una 
mascarilla, consta solamente en el Informe de Ratificación, mientras que en las 
diversas versiones de los hechos recogidas en la Notificación de Acuerdo de Iniciación 
de procedimiento sancionador, en la Propuesta de Resolución, en el Parte de 
Intervención de la policía del 25/11/2020 y en el documento «Acta-Denuncia» de la 
misma fecha, este hecho o no aparece o se niega explícita o implícitamente. 

No puede dejar de decirse que da toda la impresión de que es la petición de la 
denunciada de que se comprobaran las cámaras de seguridad lo que ha llevado por fin 
a reconocer que la denunciada sí obedeció y se puso una mascarilla. 

En el Parte de Intervención, al que la denunciada no ha tenido acceso hasta ahora, 
se dice que la denunciada «se bajó del tren sin mascarilla y tampoco la portó durante la 
entrevista con los agentes», lo que es una falsedad manifiesta a la vista de que en el 
Informe de Ratificación se reconoce que la denunciada sí se puso una mascarilla 
durante esta entrevista. 


2. En el Parte de Intervención, redactado en un momento mucho más cercano a los 
hechos, no se dice en ningún momento que se diera ninguna orden a la denunciada ni 
que ésta desobedeciera ninguna orden, lo que entra en contradicción con las 
versiones de los hechos del Informe de Ratificación, la Notificación de Acuerdo de 
Iniciación y la Propuesta de Resolución. 


3. En el Parte de Intervención no se dice que se haya informado a la denunciada de 
que se la va a sancionar según el artículo 36.6 de la LO 4/2015, ni que se le haya 
advertido de que podría incurrir en delito penal, que es lo que se afirma en el Informe 
de Ratificación. 


4. En el Parte de Intervención no se dice que se haya levantado acta de denuncia 
contra la denunciada, ni que ésta se haya ido antes de que se le pudiera dar copia y 
pedir que firmara, lo cual coincide con los hechos vividos por la denunciada, pero 
entra en contradicción con el Informe de Ratificación. 


5. Los hechos expuestos en la Notificación de Acuerdo de Iniciación del Procedimiento 
Sancionador no se corresponden con los hechos expuestos en los documentos de los 
agentes de policía emitidos antes de dicha notificación e incluidos en la copia del 
expediente remitido a la denunciada, que son el Acta-Denuncia y el Parte de 
Intervención, en ninguno de los cuales se afirma que se le diera ninguna orden a la 
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denunciada, mientras que en la Notificación se dice textualmente que «se le ordenó 
que se la pusiera». Véase la ALEGACIÓN DECIMOTERCERA. 


El Parte de Intervención, es, por tanto, la versión más fiel de los hechos, con la sola 
excepción de que omite todo lo ocurrido desde la llegada de la tercera agente: que 
llegó, que le dio a la denunciada orden de ponerse una mascarilla, que la denunciada 
obedeció a esta orden, y que dicha agente trató a la denunciada de manera soberbia y 
despectiva, llegando a decirle, entre otras cosas, «Yo soy policía; y tú, ¿quién eres?» (la 
denunciada, que ya había sido identificada, no recuerda con precisión si la agente la 
trató de tú o de usted, ni si dijo «policía» o «un policía» o «una policía»; sí recuerda 
que respondió: «Un ciudadano»). Es decir: el Parte de Intervención relata los hechos 
con fidelidad a lo realmente ocurrido hasta el momento en que se produce la llegada y 
actuación completamente irregular y abusiva de esta tercera agente. 


Cabe citar a este respecto la STS 4620/2011 (30 de junio): 


«El Tribunal Constitucional (Sala Segunda) en su Sentencia n 145/1.993, de 26 
abril (RTC 19931 145) (recurso de amparo 379/1.991 ), publicada en el BOE de 28 
de mayo de 1.993, ha declarado (Fundamento Jurídico Tercero) que “Este Tribunal 
en diversas resoluciones, y en relación al procedimiento administrativo 
sancionador, se ha referido como elementos indispensables de toda acusación 
sobre los que debe versar el ejercicio del derecho de defensa a la inalterabilidad o 
identidad de los hechos que se imputan [STC n 98/1.989 (RTC 1989|98), 
Fundamento Jurídico 7.], así como, con diversas matizaciones, en las que no es 
necesario detenerse en este supuesto, a la calificación de la falta y a sus 
consecuencias punitivas [SSTC n 192/1.987 (RTC 19871192), Fundamento Jurídico 
2. y n 29/1.989 (RTC 1989129), Fundamento Jurídico 6.]'. 

De esta doctrina se deduce que, si bien la decisión administrativa que resuelve 
en definitiva no está vinculada por la calificación jurídica ni por la sanción 
propuesta por el instructor del expediente, sin embargo su inalterabilidad puede 
ser consecuencia del imprescindible respeto del derecho de defensa, de modo que si 
éste se obstaculiza o dificulta con la alteración, tal vulneración de este derecho 
fundamental conlleva la anulación del acto sancionador.» 


DECIMOTERCERA.-LOS HECHOS EXPUESTOS EN LA NOTIFICACIÓN DE ACUERDO 
DE INICIACIÓN DEL PROCEDIMIENTO SANCIONADOR NO SE CORRESPONDEN 
CON LOS HECHOS EXPUESTOS EN LOS DOCUMENTOS DE LA POLICÍA EMITIDOS 
ANTES DE DICHA NOTIFICACIÓN E INCLUIDOS EN LA COPIA DEL EXPEDIENTE 
REMITIDO A LA DENUNCIADA 


Los hechos expuestos en la Notificación de Acuerdo de Iniciación del Procedi- 


miento Sancionador son exactamente los mismos que los expuestos en la Propuesta 
de Resolución, si se exceptúa la primera frase («El/La B.PS.C. SECTOR MOVIL-ATOCHA 
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ha formulado denuncia en la que consta»), que no aparece en la Notificación. Esta 
Notificación se hace antes del Informe de Ratificación, de manera que la policía hasta 
ese momento sólo había emitido dos documentos, el Acta-Denuncia y el Parte de 
Intervención, al menos según la copia del expediente que se ha remitido a la 
denunciada. 

Pues bien, como ya se ha dicho, ni en el Acta-Denuncia ni en el Parte de Interven- 
ción declaran los agentes haberle dado orden alguna a la denunciada, y sin embargo, 
en la descripción de los hechos de la Notificación de Acuerdo de Iniciación del 
Procedimiento Sancionador emitida por la Delegación del Gobierno en Madrid y 
firmada por la Delegada de Gobierno María de las Mercedes Fernández González, se 
afirma que «se le ordenó que se la pusiera». En la Propuesta de Resolución se añade, 
como hemos visto, que eso consta en una denuncia de la B.P.S.C. SECTOR MÓVIL- 
ATOCHA. No habiendo en la copia del expediente de la denunciada ninguna denuncia 
anterior a la Notificación en la que conste tal cosa, sólo cabe imaginar dos posibili- 
dades: o bien (a) en el expediente enviado a la denunciada (tanto por correo postal 
como por correo electrónico) falta algún documento que sí obra en poder de la 
administración, lo que haría que se produjera una situación de indefensión que 
conviertiría el acto administrativo en improcedente; o bien (b), si la denuncia referida 
es el Acta-Denuncia o el Parte de Intervención, o ambos, los hechos expuestos en la 
Notificación de Acuerdo de Iniciación del Procedimiento Sancionador no se corres- 
ponden, en este punto fundamental, con los hechos declarados en los documentos de 
la policía hasta ese momento, lo cual es algo mucho más grave que la denunciada no 
sabe cómo tipificar. 


DECIMOCUARTA.-CONCLUSIÓN SOBRE LAS DISTINTAS VERSIONES DE LOS 
HECHOS DE LOS DISTINTOS DOCUMENTOS INCLUIDOS EN EL EXPEDIENTE Y 
SOBRE EL EXPEDIENTE MISMO 


La única conclusión que puede sacarse con respecto a las muchas falsedades, 
contradicciones, inconsistencias, irrelevancias, errores e irregularidades de todos los 
calibres que se acumulan en las distintas versiones de los hechos de los distintos 
documentos incluidos en el expediente y con respecto al propio expediente en su 
totalidad es que en el presente caso se está actuando no sólo en contra de los 
derechos a la tutela judicial efectiva y a la presunción de inocencia, sino sobre la base 
de una presunción de culpabilidad. 


DECIMOQUINTA.-FALTA DE RESOLUCIÓN EXPRESA SOBRE LA PRUEBA 
PROPUESTA Y FALTA DE PRÁCTICA DE DICHA PRUEBA 


En las primeras alegaciones la denunciada solicitó que se pidieran a la RENFE las 


grabaciones de las cámaras de seguridad del día, la hora y el lugar de los hechos, para 
que se pudiera comprobar en ellas que la denunciada se puso una mascarilla, que una 


20 


de los agentes llegó después que los otros y que no se le ofreció a la denunciada la 
posibilidad de firmar el Acta-Denuncia ni de quedarse con una copia de la misma. 

A pesar de ello, nada se ha resuelto sobre la prueba propuesta, siendo 
absolutamente ignorada. A la denunciada no se le ha notificado resolución expresa 
alguna sobre la prueba ni tiene noticia alguna de que se haya practicado o denegado 
motivadamente, lo que la deja en una absoluta indefensión. Este actuar se estima 
contrario a derecho, toda vez que el artículo 77 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas (LPAC), 
dispone lo que sigue: 


«1. Los hechos relevantes para la decisión de un procedimiento podrán 
acreditarse por cualquier medio de prueba admisible en Derecho, cuya valoración 
se realizará de acuerdo con los criterios establecidos en la Ley 1/2000, de 7 de 
enero, de Enjuiciamiento Civil. 

2. Cuando la Administración no tenga por ciertos los hechos alegados por los 
interesados o la naturaleza del procedimiento lo exija, el instructor del mismo 
acordará la apertura de un período de prueba por un plazo no superior a treinta 
días ni inferior a diez, a fin de que puedan practicarse cuantas juzgue pertinentes. 
Asimismo, cuando lo considere necesario, el instructor, a petición de los 
interesados, podrá decidir la apertura de un período extraordinario de prueba por 
un plazo no superior a diez días. 

3. El instructor del procedimiento sólo podrá rechazar las pruebas propuestas 
por los interesados cuando sean manifiestamente improcedentes o innecesarias, 
mediante resolución motivada.» 


Al no haber resolución expresa sobre la prueba propuesta, se está produciendo 
una violación de las garantías relativas al principio constitucional y legal de 
presunción de inocencia. En ese sentido se pronuncia, por ejemplo, el Tribunal 
Superior de Justicia de Navarra en su Sentencia 246/2009, de 20 de abril, en un 
supuesto similar, al «declararse vulnerado el derecho a la defensa por la inadmisión de 
la aportación y práctica de pruebas pertinentes. Deben ser dejadas sin efecto las 
resoluciones impugnadas, anulándose la sanción contenida en el acto administrativo.» 

Según STS]N 1336/2001 (26 de julio), que en la actualidad ha de referirse al 
artículo 35 de la LPAC, 


«Con arreglo a los expresados preceptos, y teniendo en cuenta los principios que 
rigen en materia sancionadora, que son los propios del procedimiento penal, no 


puede imponerse sanción, si la Administración no practicó las pruebas 
interesadas por el denunciado, o en su caso no admite en resolución motivada 
dichas pruebas, expresando los motivos en base a los cuales no es procedente su 


práctica. En otro caso se está produciendo indefensión en dicho denunciado, no 
siendo posible conocer las razones en base a las cuales se llegó a imponer la 


sanción, ni si la versión de los hechos del denunciado se ajusta a la realidad, 
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impidiendo la revisión jurisdiccional de la actuación administrativa, que adolece 
por otro lado de incongruencia omisiva por falta de motivación, de conformidad 
con el artículo 54 de la Ley 30/1992». 


Y según STSJPV 848/2000 (de 5 de octubre), 


«En consecuencia, la falta de la práctica de las pruebas propuestas por el 


recurrente y a mayor abundamiento la falta de resolución expresa sobre las 
mismas, aun en sentido denegatorio, constituye una infracción del procedimiento 
administrativo, causante de indefensión al recurrente, por lo que el presente 


motivo debe ser estimado.» 
La STS 7031/2003 (de 11 de noviembre) dispone que 


«Para que la omisión de un trámite genere una indefensión con efectos 
anulatorios debe haber dejado al administrado en una situación en la que le haya 
sido imposible alegar o defenderse, con exposición de cuál hubiera sido la 
situación a la que podría haberse llegado de cumplirse los requisitos legales.» 


De cumplirse los requisitos legales en lo relativo a la prueba propuesta, se habría 
practicado la prueba solicitada y se habría constatado en ella: que la denunciada 
obedeció poniéndose una mascarilla; que una de los tres agentes llegó después y por 
tanto no tenía motivo para denunciar a la administrada por lo supuestamente 
sucedido antes de su llegada, y que sus declaraciones con respecto a lo sucedido antes 
de su llegada carecen de valor; y tal vez otros detalles de interés al presente caso. 

A mayor abundamiento, según el art. 77.7 de la LPAC, «Cuando la valoración de 
las pruebas practicadas pueda constituir el fundamento básico de la decisión que se 
adopte en el procedimiento, por ser pieza imprescindible para la correcta evaluación de 
los hechos, deberá incluirse en la propuesta de resolución». En este caso, el examen de 
las grabaciones de las cámaras de seguridad solicitado en las primeras alegaciones 
podía constituir el fundamento básico de la decisión que se adoptara en el 
procedimiento, y su valoración debía por tanto haberse incluido en la propuesta de 
resolución, que por este motivo ha de quedar sin efecto. 


DECIMOSEXTA.-IMPOSIBILIDAD DE SANCIÓN DADA LA FALTA DE RESPONSABILI- 
DAD EN LOS HECHOS DENUNCIADOS. FALTA DE VALOR PROBATORIO DE LOS 
DOCUMENTOS DE LA POLICÍA. VULNERACIÓN DEL DERECHO A LA PRESUNCIÓN 
DE INOCENCIA. 


De acuerdo con todo lo expuesto, la denunciada niega su responsabilidad en los 
hechos que se le imputan en las distintas y contradictorias versiones de este 
expediente. 

En la Propuesta de Resolución recibida se estima, por el contrario, que: 
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«SEGUNDO: Queda acreditado en el expediente su responsabilidad en la 
comisión de una infracción prevista en el artículo 36.06 de la Ley Orgánica 4/2015, 
de 30 de marzo, de la protección de la seguridad ciudadana, que tipifica como 
Grave, la desobediencia o la resistencia a la autoridad o a sus agentes en el 
ejercicio de sus funciones, cuando no sean constitutivas de delito, así como la 
negativa a identificarse a requerimiento de la autoridad o de sus agentes o la 
alegación de datos falsos o inexactos en los procesos de identificación, sin que las 
alegaciones formuladas desvirtúen los hechos imputados. 

TERCERO: Por el instructor fueron practicadas las actuaciones que se 
consideraron necesarias para el examen de los hechos, recabando los datos e 
informaciones relevantes para determinar la existencia de responsabilidades 
susceptibles de sanción, consistentes en la revisión de la denuncia, las alegaciones 
presentadas, así como la ratificación de la denuncia por parte de los denunciantes 
tras ser solicitada por esta instrucción. Del estudio de todas ellas prevalece esta 
última, amparada en el artículo 52 de la Ley Orgánica 4/2015, al otorgar valor 
probatorio a las denuncias ratificadas por los agentes que han presenciados los 
hechos denunciados.» 


Conviene en primer lugar aclarar que el artículo 52 de la LO 4/2015 citado en la 
Propuesta de Resolución no otorga valor probatorio sin más a las denuncias 
ratificadas por los agentes que han presenciados los hechos: 


«En los procedimientos sancionadores que se instruyan en las materias objeto de 
esta Ley, las denuncias, atestados o actas formulados por los agentes de la 
autoridad en ejercicio de sus funciones que hubiesen presenciado los hechos, 
previa ratificación en el caso de haber sido negados por los denunciados, 
constituirán base suficiente para adoptar la resolución que proceda, salvo prueba 


en contrario y sin perjuicio de que aquéllos deban aportar al expediente todos los 
elementos probatorios disponibles». 


Según STC 120/1994 (25 de abril), 


«Efectivamente, en ella [la potestad sancionadora] la carga de probar los hechos 
constitutivos de cada infracción corresponde ineludiblemente a la Administración 
Pública actuante, sin que sea exigible al inculpado una probatio diabolica de los 
hechos negativos. Por otra parte, la valoración conjunta de la prueba practicada 
es una potestad exclusiva del juzgador, que este ejerce libremente con la sola carga 
de razonar el resultado de dicha operación (STC 76/1990).» 


Según STC 35/2006 (13 de febrero), 


«Es igualmente evidente que el art. 137.3 LPC no establece tampoco una 
presunción iuris et de iure de veracidad o certeza de los atestados (que sería 
incompatible con la presunción constitucional de inocencia), ya que expresamente 
admite la acreditación en contrario.» 
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En la Resolución del Tribunal Administrativo de Navarra del expediente del 
recurso de alzada número 18-01813, de 2018, se añade: 


«que nuestro ordenamiento jurídico, y en particular el ya citado artículo 77.5 de la 
LPAC, pone en manos de los agentes de la autoridad una serie de potentes 
facultades que limitan los derechos de los ciudadanos y que pueden incluso, como 
en casos como el que nos ocupa, conducir a la imposición de sanciones con el solo 
soporte de su denuncia, informe o testimonio. Facultades necesarias para 
asegurar el éxito de su trascendental misión de asegurar el cumplimiento de la ley, 
la garantía de los derechos y libertades y de la seguridad ciudadana, pero que 


tienen como contrapeso la exigencia de su aplicación con el máximo rigor y el 
respeto escrupuloso de los cauces formales establecidos.» 


En la «Recomendación 52/2003, de 25 de marzo, sobre la impartición de las 
instrucciones oportunas para que los agentes denunciantes, en su informe posterior a 
las alegaciones del denunciado, se manifiesten sin ambigúedades sobre dichas 
alegaciones, de manera que los hechos que constituyen la presunta infracción queden 
determinados con precisión», del Defensor del Pueblo (BOCG. Cortes Generales. VIII 
Legislatura. Serie A. Núm. 15, pág. 503), se dice: 


«Cuando existen versiones contradictorias de los hechos opera la presunción de 
veracidad de la información aportada por el agente denunciante y prevalece su 
versión debido a que se le supone una mayor objetividad y neutralidad al no tener 
relación alguna con los hechos que relata. No obstante, cuando dicho agente se 
manifiesta de forma imprecisa o ambigua, al oponerse a las alegaciones del 
denunciado en su informe de ratificación, no concurren, a juicio de esta 
Institución, los requisitos mínimos para que pueda reconocerse a su denuncia la 
entidad necesaria para fundamentar la sanción impuesta.» 


Es evidente que en este caso los agentes se manifiestan en forma imprecisa, 
ambigua e incluso abiertamente contradictoria, en todos los puntos arriba señalados, 
de manera que no concurren los requisitos mínimos para que pueda reconocerse a su 
denuncia la entidad necesaria para fundamentar la sanción propuesta. 

Y cabe también dudar que en este caso se dé el presupuesto que por lo general 
sustenta la presunción de veracidad de la información aportada por el agente denun- 
ciante, esto es: «que se le supone una mayor objetividad y neutralidad al no tener rela- 
ción alguna con los hechos que relata», y ello por dos razones: la primera, porque la 
situación que vivimos desde marzo del 2020 bien puede haberles hecho sentirse per- 
sonalmente implicados; y la segunda, porque se trata de una denuncia de desobe- 
diencia a esos agentes, lo que supone que sí tienen una implicación personal en los 
hechos, y también porque una de las agentes actuó de manera completamente 
irregular y despectiva y la denunciada le pidió su número de identificación, lo que 
pudo hacer que se sintiera implicada personalmente en el caso. Todo ello bien puede 
ser el motivo de la falta de objetividad que se aprecia en este caso, entendida ésta 
como la obligación de actuar sin aplicar otra voluntad que la de la ley. 
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En este sentido, la STS 1069/2017 (27 de marzo) explica que 


«respecto al valor probatorio de las declaraciones de los agentes de autoridad [...] 
debe distinguirse los supuestos en que el policía está involucrado en los hechos 
bien como víctima (por ejemplo, atentado, resistencia...) bien como sujeto activo 
(por ejemplo, detención ilegal, torturas, contra la integridad moral, etc.). En estos 
supuestos no resulta aceptable en línea de principio que las manifestaciones 
policiales tengan que constituir prueba plena y objetiva de cargo, destructora de 
la presunción de inocencia por sí misma, habida cuenta la calidad, por razón de su 
condición de agente de la autoridad, de las mismas. Y no puede ser así porque 
cualquier sobreestimación del valor procesal de las declaraciones policiales 
llevaría consigo de modo inevitable la degradación de la presunción de inocencia 
de los sujetos afectados por ellas. De manera que las aportaciones probatorias de 
los afectados agentes de la autoridad no deberán merecer más valoración que la 
que objetivamente se derive, no de la priori de la condición funcionarial de éstos, 


sino de la consistencia lógica de las correspondientes afirmaciones y de la fuerza 
de convicción que de las mismas derive en el marco de la confrontación de los 
restantes materiales probatorios aportados al juicio.» 


A la vista de todo lo expuesto, con respecto al valor probatorio de los documentos 
de la policía de este expediente, cabe decir: primero, que la prueba en contrario que la 
denunciada solicitó en sus Primeras Alegaciones (las grabaciones de las cámaras de 
seguridad) no se ha tenido en cuenta, lo que resulta contrario a derecho; segundo, que 
es prueba suficiente de la absoluta falta de valor probatorio de estos documentos su 
falta de consistencia lógica, que los priva de toda fuerza de convicción, además de que 
la ratificación no cumple el requisito de estar hecha por los agentes que hicieron la 
denuncia inicial; y que, en cualquier caso, en el documento que en la Propuesta de 
Resolución se afirma que prevalece (el Informe de Ratificación) se dice 
explícitamente que la denunciada obedeció, de manera que es imposible que a 
partir de él quede acreditado que la denunciada desobedeciera. 

Citamos a continuación parte de la jurisprudencia en la que se determina que la 
valoración de la prueba (en este caso, los documentos de la policía) ha de ser 
razonada y no arbitraria o carente de conexión lógica con el contenido de las 
pruebas sobre las que se realiza. STS 1799/2006: «el derecho a la presunción de 
inocencia requiere que la valoración hecha por el órgano sancionador de las pruebas 
obrantes en el procedimiento se ajuste a los cánones de la lógica o del criterio racional, 
pues, como dijo el Tribunal Constitucional en su sentencia n? 33/93 de 11 de marzo, se 
produce la vulneración del derecho a la presunción de inocencia cuando no medie razo- 
namiento alguno o fuera ilógico o arbitrario entre el resultado de las pruebas practica - 
das y los hechos que se deducen de las mismas». STC 212/1990: «debiendo [...] consi- 
derar satisfechas las exigencias de la presunción [de inocencia], la cual sólo se vulnera 
cuando no ha existido prueba o cuando la apreciación judicial de la misma es arbitraria 
o carente de conexión lógica con el contenido de las pruebas sobre las que se realiza». 
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SSTC ne 76/1990, 138/1992, 102/1994: «la valoración conjunta de la prueba practica- 
da es una potestad exclusiva del juzgador que este ejerce libremente con la sola obliga- 
ción de razonar el resultado de dicha valoración» (cf. STC 120/1994). STS 1799/2006: 
«En el ámbito administrativo sancionador rige el mismo sistema de valoración 
probatoria, esto es, el de la libre valoración de la prueba por parte de una autoridad 
sancionadora que, mediante la apreciación en conciencia de los resultados probatorios, 
sujetará su deducción a las reglas de la sana crítica, de la lógica o del criterio racional». 

Pues bien: del contenido de la prueba que en este expediente prevalece se deduce, 
por un lado, que la denunciada obedeció, y, por otro, que dicho contenido carece de 
consistencia y por tanto de fuerza de convicción. Por tal razón, si a pesar de ello se 
insiste en atribuir a la denunciada la responsabilidad en una infracción de desobe- 
diencia, no se da la conexión lógica necesaria entre el contenido de la prueba y la 
apreciación de la misma, de lo que resulta que se está vulnerando gravemente el 
derecho a la presunción de inocencia, que está garantizado en lo administrativo por el 
artículo 53.2 b) de la Ley 39/2015, que traslada al ejercicio de la potestad sancionadora 
administrativa la garantía de que de que los procedimientos sancionadores 
respetarán el derecho «a la presunción de no existencia de responsabilidad 
administrativa mientras no se demuestre lo contrario». 

La STSJPV 94/2004 (30 enero), aclara lo relativo a este derecho: «Este derecho, 
con encaje en el artículo 24.2 de la Constitución, garantiza que la actuación administra- 
tiva sancionadora esté basada en actos o medios probatorios de cargo o incriminadores 
de la conducta reprochada; que la carga de la prueba corresponda a quien acusa, sin 
que nadie esté obligado a probar su propia inocencia; y que cualquier insuficiencia en el 
resultado de las pruebas practicadas, libremente valorado por el órgano sancionador, 
debe traducirse en un pronunciamiento absolutorio». Las insuficiencias de las pruebas 
practicadas en este caso se han mostrado sobradamente. 

Encontramos en la jurisprudencia afirmaciones tan claras como la recogida en las 
SSTC 341/1993 y 243/2007: «el derecho a la presunción de inocencia rige sin excepcio- 
nes en el ordenamiento administrativo sancionador, garantizando el derecho a no sufrir 
sanción que no tenga fundamento en una previa actividad probatoria sobre la cual el 
órgano competente pueda fundamentar un juicio razonable de culpabilidad», o la reco- 
gida en la STS 1096/1987, donde se declara que «nunca el administrado puede hallar- 
se en posición peor a la del delincuente, y por ello, si para condenar a éste es necesario 
la aportación de una prueba demostrativa de la realidad del ilícito penal del que es 
acusado, para sancionar a aquél es también necesario acreditar la constatación plena 
del fundamento fáctico de la sanción ya que lo contrario vulneraría el principio procla- 
mado en el artículo 24-2 de la Constitución Española de que toda persona tiene derecho 
a la presunción de inocencia». 

Ante todo lo cual, y teniendo en cuenta todo lo dicho sobre la falta de práctica de 
la prueba propuesta y sobre el carácter contradictorio, inconsistente e irregular de los 





documentos que conforman el presente expediente, sólo cabe pensar que en este caso 
se ha dado una aplicación mecánica y ciega del principio del valor probatorio de los 
documentos emitidos por la policía, sin que se haya siquiera considerado lo que de 
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por sí pueden en verdad probar sino sólo que existen, y que, ante este valor probato- 
rio abstracto y nominal, ha quedado completamente olvidado el derecho a la presun- 
ción de inocencia de la denunciada. 

Recae pues en esta Administración todavía la carga de prueba que acredite 
la responsabilidad de la denunciada con respecto a los hechos que se alegan en 
la Propuesta de Resolución y que no coinciden ni con los hechos alegados en el 
Acta-Denuncia ni en el Parte de Intervención ni en el Informe de Ratificación de 
la Policía ni con lo declarado por la denunciada. 


DECIMOSÉPTIMA.-LA ORDEN DADA A LA DENUNCIADA NO FUE LEGÍTIMA. 
NINGUNA LEY NI NORMATIVA EXIGE ACREDITACIÓN DE NINGÚN TIPO DE LA 
EXENCIÓN DEL USO DE MASCARILLA. ABUSO DE PODER POR PARTE DE LOS 
AGENTES DE POLICÍA. CONCULCACIÓN DEL ART. 53 d) DE LA LPAC 


Llegamos así, una vez hechas todas las alegaciones relativas a los hechos y los 
medios para establecerlos, a la alegación relativa a la legitimidad de la orden dada, en 
la que se probará que tal orden no fue legítima, lo que es lo mismo que decir que la 
agente que la dio no actuaba en el ejercicio legítimo de sus funciones, y ello no sólo 
porque dicha agente no estuviera presente durante los hechos que según el Informe 
de Ratificación habrían podido justificar tal orden, y no sólo porque no la diera con las 
formalidades legales correspondientes, sino también porque tal orden en sí no estaba 
justificada por la legalidad vigente. 

En efecto, según el art. 36.6 de la LO 4/2015, la infracción de desobediencia 
consiste en «la desobediencia o la resistencia a la autoridad o a sus agentes en el 
ejercicio de sus funciones»; y según la ya citada Instrucción 13/2018 de la Secretaría 
de Estado de Seguridad del Ministerio del Interior, Instr. II, la infracción de 
desobediencia se define «como una acción u omisión que constituya una negativa 
implícita o expresa a cumplir una orden legítima». Una orden legítima ha de ser una 
orden que tiene su base en la ley, como queda claro también a partir del artículo 14 
de la LO 4/2015, en el que «se regulan con detalle las facultades de las autoridades y 
de los agentes de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad para dictar órdenes e 
instrucciones» («Preámbulo», III). Dicho artículo reza: 


«Órdenes y prohibiciones. 

Las autoridades competentes, de conformidad con las Leyes y reglamentos, 
podrán dictar las órdenes y prohibiciones y disponer las actuaciones policiales 
estrictamente necesarias para asegurar la consecución de los fines previstos en 
esta Ley, mediante resolución debidamente motivada.» 


Habiendo hecho la denunciada esta misma alegación, en otros términos, en sus 
anteriores alegaciones (tercera), en la Propuesta de Resolución se incluye un nuevo 
párrafo que está subrayado en su totalidad, pero del que aquí subrayaremos sólo una 
parte: 
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«En el artículo 6.1.b) del Real Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, de medidas 
urgentes de prevención, contención y coordinación para hacer frente a la crisis 
sanitaria ocasionada por el COVID-19, al que usted hace referencia es 
meridianamente claro al establecer la obligatoriedad del uso de la mascarilla en 
los medios de transporte aéreo, marítimo, en autobús, o por ferrocarril salvo en los 


caso previstos en el artículo 6.2 que desde luego no se acreditan con la mera 


presentación de la declaración responsable sino va acompañada de la pertinente 
documentación médica. Además, dicha declaración no la presenta en sus 


alegaciones. Como usted, de acuerdo con lo antes expuesto, desobedeció en 
reiteradas ocasiones una orden legítima, se dan claramente los presupuestos de la 
desobediencia recogida en el artículo 36.6 precitado.» 





En el Parte de Intervención se dice que la denunciada enseña una declaración 
responsable, que los agentes le explican que tal documento carece de validez por no 
estar firmado ni sellado por un médico colegiado, y que la denunciada insiste en que 
está exenta de la obligación de llevar mascarilla. En este documento se dice de la 
denunciada: «manifestando que “lleva una declaración responsable que la exime del uso 
de mascarilla según la ley”». Aclaremos en primer lugar que esto no es exacto: la 
denunciada manifestó que se consideraba eximida del uso de mascarilla según la 
legislación vigente, y, ante la petición de los agentes de que les enseñara algún 
documento, les mostró una declaración responsable. No afirmó en ningún momento 
que según la legislación una declaración responsable eximiera de llevar mascarilla, 
puesto que en la ley no se menciona ningún modo de acreditación de la exención de 
mascarilla, ni declaración responsable ni ningún otro. A continuación, en el Parte de 
Intervención, se dice «Que a la arriba filiada se le explica varias veces que el documento 
que porta no tiene validez para no hacer uso de la mascarilla, debido a que no se 
encuentra firmado ni sellado por un médico colegiado». 

En el Informe de Ratificación se dice de la denunciada: 


«[...] aportando una declaración firmada por ella en la cual se exime a sí misma 
del uso del elemento de protección, el cual según manifiesta “es perjudicial para su 
salud”, no aportando ningún documento válido firmado y sellado por ningún 
médico colegiado o autoridad pertinente para ello». 


A continuación es cuando en el Informe de Ratificación se cita la «normativa 
derivada del RD Ley 21/20 Art. 6», expresión a partir de la cual es imposible deducir de 
qué normativa derivada se trata. 

Pues bien: en primer lugar, ni en el Real Decreto-ley 21/2020, de 9 de junio, ni 
en ninguna otra ley o normativa se exige de las personas exentas del uso de la 
mascarilla que lo acrediten de ningún modo, que enseñen a nadie ningún tipo 
de documento, ni se establece que nadie tenga derecho a pedírselo, ni mucho 
menos un documento médico, dado que los datos relacionados con la salud 
están especialmente protegidos por la ley (Ley Orgánica 3/2018, de 5 de 
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos 
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digitales —LOPD—). Todo esto lo dijo la denunciada tanto al interventor del tren 
como a los agentes de la policía. Y añade ahora: si un agente de la autoridad en el 
ejercicio de sus funciones ordena a un ciudadano que le muestre documenta- 
ción médica o le da a entender de la manera que sea que tiene la obligación de 
mostrársela, se está produciendo una grave vulneración de la LOPD y un abuso 
de autoridad; si además, como en este caso, esto sucede en público, la vulneración es 
aún más grave. 

Tanto en el Parte de Intervención como en el Informe de Ratificación como en la 
Propuesta de Ratificación se afirma o da a entender que, mientras que una declara- 
ción responsable no tiene validez para este tipo de situaciones, sí hay un documento 
legalmente válido para acreditar la exención del uso de mascarilla, que sería un 
documento firmado y sellado por un médico colegiado (Parte de Intervención), un 
documento válido firmado y sellado por algún médico colegiado o autoridad pertinen- 
te para ello (Informe de Ratificación), o «la pertinente documentación médica» 
(Propuesta de Resolución). 

Ni los agentes de policía ni el instructor citan texto legal o normativo alguno que 
justifique u ofrezca la más mínima base para esa afirmación suya de que una persona 
exenta del uso de la mascarilla debe acreditar esa exención por medio de algún tipo 
de documento médico. Tampoco queda claro a partir de los documentos del expedien- 
te cuál ha de ser el carácter de este documento o documentación, que se describe de 
distintas formas en los distintos documentos del expediente. Limitándonos ahora a la 
Propuesta de Resolución, que ha de ser la que más nos importe, no se explica cuál es 
la documentación médica «pertinente» ni se remite a ninguna normativa en que ello 
se establezca. ¿Qué es lo pertinente y quién tiene potestad para establecerlo? 

Se produce así, de nuevo, una situación de completa indefensión para la 
denunciada, que no puede remitirse a ninguna ley ni ninguna norma para comprobar 
si estas afirmaciones tienen alguna validez según la legalidad vigente. 

Como ya se ha dicho, ni los agentes ni el instructor pueden citar ninguna ley que 
ofrezca la más mínima base para estas afirmaciones, porque no la hay. Y esta 
necesaria cita de la ley no queda suplida por el «desde luego» que el instructor 
introduce al principio de su afirmación de que los casos previstos en el artículo 6.2 
del RD 21/20 «desde luego no se acreditan con la mera presentación de la declaración 
responsable sino va acompañada de la pertinente documentación médica». Esta 
afirmación debe entenderse como una mera opinión que carece de toda base legal y 
está fuera de lugar en los fundamentos de derecho que sustentan la propuesta. 

Cabe añadir que la denunciada hizo el 14 de enero del 2021 dos peticiones de 
acceso a la información pública, al amparo de la Ley de transparencia (19/2013, de 9 
de diciembre), sobre la cuestión de si de acuerdo con la ley una persona exenta del 
uso de mascarilla tiene alguna obligación de mostrar un documento médico para jus- 
tificar esa exención y si hay algún derecho de exigírselo por parte de quien sea, peti- 
ciones inadmitidas por la Dirección General de Salud Pública de la siguiente forma: 
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«De acuerdo a la letra c del apartado 1 del artículo 18 de la citada Ley 
19/2013, se inadmitirán a trámite las solicitudes de acceso a la información 
pública cuando se trate de una información para cuya divulgación sea necesaria 
una acción previa de reelaboración 

Una vez analizada la solicitud, esta Dirección General, considera que el acceso a 
la información, incurre en el supuesto contemplado en el expositivo precedente, 
toda vez que lo que se solicita no son datos obrantes en este organismo sino la 
elaboración de un informe sobre una situación hipotética. 

En consecuencia, con fundamento en los dispuesto anteriormente se inadmite a 
trámite la solicitud de acceso identificada en el párrafo primero de esta 
resolución.» 


La respuesta de la Dirección General de Salud Pública confirma que no hay 
ninguna disposición legal que establezca la supuesta obligación de enseñar un 
justificante médico de exención del uso de mascarilla, porque, si la hubiera, no 
habría necesidad de reelaboración ninguna. Las dos peticiones de información y sus 
respuestas se adjuntan como Documentos 2 y 3. 

No habiendo ninguna exigencia normativa o legal de acreditar la exención de 
mascarilla, ha de regir el derecho a la presunción de inocencia. La actuación de la 
policía, en cambio, sólo se explica por una presunción de culpabilidad del ciudadano 
que no lleve mascarilla y les explique que su situación entra dentro de las exenciones 
establecidas por la legalidad vigente. 

Como precedente cabe citar la resolución del expediente sancionador N.° G 728 
2020 COVID del Departamento de Salud de la Delegación Territorial de Guipúzcoa del 
Gobierno Vasco, que se adjunta como Documento 4, y de la que se citan aquí solamen- 
te los pasajes más relevantes: 


«Con fecha 30 de noviembre de 2020 el interesado declara bajo su responsabilidad 
que llevar mascarilla es perjudicial para su salud. [...] Las excepciones al uso 
obligatorio de la mascarilla vienen establecidas por el artículo 6.2 del Real 
Decreto-ley 21/2020 y la Orden de 18 de junio de 2020 de la Consejera de Salud 
que incluyen la situación del interesado. [...] En el presente caso, y de conformidad 
con lo previsto por el art. 89.1.a) de la Ley 39/2015, al no constituir los hechos 
infracción administrativa, procede la resolución de finalización del procedimiento 
y archivo de las actuaciones, por parte del órgano instructor [...]. RESUELVO: 
PRIMERO. - Finalizar el procedimiento administrativo abierto a la citada persona, 
y archivar las actuaciones, sin imponer sanción alguna.» 


Para el Departamento de Salud de la Delegación Territorial de Guipúzcoa del 
Gobierno Vasco basta con la declaración del interesado para considerar su situación 
incluida en las excepciones establecidas legalmente con respecto el uso de mascarilla. 
Y, sin embargo, para los agentes de policía actuantes en el presente caso no basta con 
una declaración oral ni con una declaración escrita, y no basta tampoco con denunciar 
a la interesada por no llevar mascarilla y dejar el problemático y confuso asunto de la 
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exención en manos de la administración, sino que para asegurarse de que haya castigo 
pretenden denunciar a la interesada por desobediencia, para lo cual ordenan a una 
persona que les ha informado de que el uso de la mascarilla la perjudica que se la 
ponga, y, no contentos con que la interesada obedezca, mienten y la denuncian por 
desobediencia. 

Debe, por otro lado, recordarse que en la Sección 12 del Capítulo III de la LO 
4/2015 se determinan con claridad las «Potestades generales de policía de seguri- 
dad» que entran dentro de las «Actuaciones para el mantenimiento y restablecimiento 
de la seguridad ciudadana» que este capítulo establece. Pues bien: entre estas potes- 
tades no se incluye la de exigir más documento que el Nacional de Identidad (art. 16, 
para la identificación de personas), aclarándose que «En la práctica de la identifica- 
ción se respetarán estrictamente los principios de proporcionalidad, igualdad de trato y 
no discriminación por razón de nacimiento, nacionalidad, origen racial o étnico, sexo, 
religión o creencias, edad, discapacidad, orientación o identidad sexual, opinión o cual- 
quier otra condición o circunstancia personal o social». Por tanto, los agentes de policía 
que dijeron a la denunciada, según ellos mismos confiesan en el Parte de Intervención 
y en el Informe de Ratificación, que debía enseñar otro documento, un documento 
médico con información privada, estaban actuando fuera de las potestades legales 
establecidas para su función, y cometiendo por tanto un abuso de poder. En la medida 
en que, además, dieron la orden de ponerse una mascarilla y la denunciada se sintió 
intimidada y los obedeció, y en la medida en que trataron a la denunciada con frases 
despectivas como las referidas, cabe preguntarse también si su conducta no debería 
tipificarse como atentado a la integridad moral. 

De la misma manera, el art. 53 d) de la LPAC reconoce, entre los derechos del 
interesado en el procedimiento administrativo, el derecho «a no presentar datos y 
documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se trate, que 
ya se encuentren en poder de las Administraciones Públicas o que hayan sido elaborados 
por éstas». En el párrafo arriba citado de la Propuesta de Resolución del presente 
expediente se afirma que la presentación de una cierta documentación médica (esto 
es, una documentación no exigida por las normas aplicables al procedimiento) es lo 
pertinente en este caso, afirmación con la que se está conculcando el derecho recién 
citado. 


Con respecto al uso de una declaración responsable escrita, de lo dicho se 
desprende que, no exigiendo el RD 21/2020 ni ninguna otra disposición legal 
acreditación alguna de la exención del uso de mascarilla, tampoco es necesario 
mostrar a nadie una declaración de este tipo. Sin embargo, con carácter subsidiario 
cabe señalar que desde la declaración de la «crisis sanitaria» se ha hecho un uso 
abundante de este tipo de documentos para facilitar ciertos trámites o resolver ciertas 
situaciones (tanto cuando la normativa correspondiente recogía esta posibilidad, 
como en el caso de la Orden SND/307/2020, de 30 de marzo, como en casos en que no la 
recogía), sin que hubiera nunca obligación legal de hacerlo. Con respecto a la 
obligación del uso de la mascarilla, puede decirse que la situación ha sido y es en la 
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práctica muy confusa, y solamente ciertas comunidades autónomas llegaron a reco- 
mendar oficialmente el uso de la declaración responsable escrita. 

En la Propuesta de Resolución se argumenta contra la denunciada que «Además, 
dicha declaración no la presenta en sus alegaciones», aun cuando al mismo tiempo se 
sostiene que tal documento no tiene ningún valor. La denunciada no consideró nece- 
sario adjuntarlo a sus Primeras Alegaciones, dado que en ellas ya hacía y firmaba una 
declaración en el mismo sentido, pero lo adjunta ahora como Documento 5 debido a 
este argumento o queja de la Propuesta de Resolución, si bien, como ya se ha dicho, la 
denunciada sólo usó el documento para intentar facilitar las cosas, y no porque crea 
que el uso de tal documento esté regulado por ley para justificar la exención del uso 
de mascarilla. Ha de aclararse también que en el supuesto de fuerza mayor deben 
encuadrarse los casos en los que el uso de mascarilla provoque más perjuicios que 
beneficios a la salud del usuario y se trate de perjuicios distintos a la «enfermedad o 
dificultad respiratoria que pueda verse agravada por el uso de la mascarilla». 

Por lo demás, no puede dejar de reconocerse que está extendida entre la 
población general la creencia de que según la ley la exención del uso de mascarilla 
debe acreditarse con algún tipo de documentación médica, pero lo extendido de una 
creencia nunca ha sido prueba de su verdad. Hay que añadir que tampoco la 
administración pública parece tener interés alguno en corregir esta creencia errónea, 
a pesar de que si esta corrección se hiciera se evitarían multitud de malentendidos y 
problemas mucho más graves que los meros malentendidos. 

Añádase a todo esto que para que la orden sea legítima ha de dictarse con las 
formalidades legales correspondientes, cosa que no sucedió en este caso. 

La orden, pues, no fue legítima porque la dio una agente que no había estado 
presente desde el principio de los acontecimientos, porque no se dio con las formali- 
dades legales correspondientes y sobre todo porque de por sí no lo era debido a que 
quienes estén exentos del uso de mascarilla no tienen ninguna obligación legal de 
acreditar tal exención por ningún medio, ni mucho menos con documentos médicos, 
dado el carácter especialmente protegido de este tipo de información según la LOPD y 
debido a que los agentes de la policía que velan por la seguridad ciudadana no tienen 
potestad legalmente reconocida para exigir otra documentación que no sea el DNI. 


DECIMOCTAVA.-FALTA DE MOTIVACIÓN EN LO QUE RESPECTA A LA AFIRMACIÓN 
DE LA CONCURRENCIA DE CIRCUNSTANCIAS CON TRASCENDENCIA PARA LA 
SEGURIDAD CIUDADANA, LO CUAL DA LUGAR A UNA SITUACIÓN DE 
INDEFENSIÓN PARA LA DENUNCIADA 


Dado todo lo expuesto, no procede la imposición de sanción alguna. No obstante, y 
con carácter subsidiario, conviene añadir que en la Propuesta de Resolución, en el pá- 
rrafo dedicado a la graduación de la sanción, se afirma que se aprecia «en este caso con- 
creto la concurrencia de circunstancias con trascendencia para la seguridad ciudadana» 
(art. 33 de la LO 4/2015), sin aclarar en qué consistiría esa supuesta trascendendencia. 
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Citemos completo el texto de tal supuesto del art. 33 de la LO 4/2015: se trata de 
«La trascendencia del perjuicio para la prevención, mantenimiento o restablecimiento 
de la seguridad ciudadana». Pues bien, en el expediente sancionador: 


—No se ha acreditado que la supuesta negativa, reiterada o no, de la denunciada a 
ponerse una mascarilla causara ningún perjuicio. 

—No se ha acreditado la entidad ni la cuantía de tal supuesto perjuicio. 

—No se ha hecho explícito cómo o por qué y en qué grado tal supuesto perjuicio tuvo 
alguna trascendencia para la prevención, mantenimiento o restablecimiento de la 
seguridad ciudadana, esto es, cómo, por qué y en qué grado una supuesta negativa a 
ponerse una mascarilla, reiterada o no, pudo o podría alterar la seguridad ciudadana, 
ni en lo relativo a la prevención ni a su mantenimiento o restablecimiento. Conviene 
recordar que la propia LO 4/2015 empieza definiendo la seguridad ciudadana 
(«Preámbulo», I) en estos términos: 


«La seguridad ciudadana es la garantía de que los derechos y libertades 
reconocidos y amparados por las constituciones democráticas puedan ser 
ejercidos libremente por la ciudadanía y no meras declaraciones formales 
carentes de eficacia jurídica. [...] 

Es a la luz de estas consideraciones como se deben interpretar la idea de 
seguridad ciudadana y los conceptos afines a la misma, huyendo de definiciones 
genéricas que justifiquen una intervención expansiva sobre los ciudadanos en 
virtud de peligros indefinidos, y evitando una discrecionalidad administrativa y 
una potestad sancionadora genéricas.» 


La motivación de las resoluciones administrativas es una exigencia del 
ordenamiento jurídico que no puede ser obviada, considerando la expresa 
prohibición constitucional de la arbitrariedad de los poderes públicos, tal y como 
prevé el artículo 9.3 de la Constitución, interdicción que también recogen otros 
preceptos legales de menor rango, pero igualmente vinculantes. 

En este sentido, el Tribunal Constitucional se ha venido expresando en términos 
meridianamente claros, como queda patente en su Sentencia 7/1998, de 13 de enero 
(FJ 6), entre otras muchas, en la que afirma que «frente a la regla general, conforme a 
la cual el deber de motivación de los actos administrativos es un mandato derivado de 
normas que se mueven en el ámbito de lo que venimos denominando legalidad ordina- 
ria», en relación con los actos administrativos que impongan sanciones «tal deber 
alcanza una dimensión constitucional», en la medida en que «el derecho a la motiva- 
ción de la resolución sancionadora es un derecho instrumental a través del cual se consi- 
gue la plena realización de las restantes garantías constitucionales» que resultan apli- 
cables al procedimiento administrativo sancionador. De lo anterior, el Tribunal Consti- 
tucional concluye que «la motivación, al exponer el proceso racional de aplicación de la 
ley, permite constatar que la sanción impuesta constituye una proporcionada aplicación 
de una norma sancionadora previa, amén de que resulta imprescindible en orden a 
posibilitar el adecuado control de la resolución en cuestión». 
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En conclusión, adolece la Propuesta de Resolución de una absoluta falta de 
motivación en lo que respecta a la afirmación de la concurrencia de circunstancias con 
trascendencia para la seguridad ciudadana, lo cual da lugar a una situación de 
indefensión, por cuanto la denunciada no puede defenderse debidamente de unos 
argumentos que desconoce. 


En RESUMEN, esta parte mantiene que los hechos descritos en la Propuesta de 
Resolución de procedimiento sancionador no son ciertos; que en ningún momento la 
denunciada desobedeció a los agentes de la policía, sino que, por el contrario, siguió 
en todo momento sus instrucciones, y, cuando una de ellos le ordenó ponerse una 
mascarilla, se la puso; que en el propio Informe de Ratificación de la policía se declara 
que la denunciada «accede a portar la mascarilla»; que en los hechos descritos en el 
Acuerdo de Iniciación de Procedimiento Sancionador se afirma que la denunciada 
recibió orden de ponerse una mascarilla, cosa que no consta en los documentos de la 
policía anteriores a dicho Acuerdo; que los hechos descritos en la Propuesta de 
Resolución (que son los mismos que los descritos en el Acuerdo de Iniciación) tampo- 
co coinciden con los descritos en ninguno de los documentos emitidos por la policía; 
que los documentos emitidos por la policía son contradictorios entre sí, y que en 
concreto el Informe de Ratificación es contradictorio consigo mismo, además de estar 
lleno de falsedades, suposiciones, irrelevancias e irregularidades; que por tanto no 
puede otorgarse a estos documentos el valor probatorio que en la Propuesta de Reso- 
lución se les otorga; que la valoración de estos documentos como prueba no es razo- 
nada y carece de conexión lógica con el propio contenido de dichos documentos; que 
por tanto no se ha acreditado la responsabilidad de la denunciada en los hechos a ella 
imputados; que el Informe de Ratificación está firmado por uno solo de los tres 
agentes que debían ratificarse y que no cumple con otras de las exigencias que se 
requerían de este informe; que la agente que dio a la denunciada la orden de ponerse 
la mascarilla, o, según el Informe de Ratificación, informó a la denunciada de que iba a 
ser denunciada por desobediencia, no estaba presente en el momento en el que se 
supone que la denunciada habría desobedecido a los agentes, de forma que es 
imposible que tuviera ningún motivo para darle ninguna orden o denunciarla por 
desobediencia, y no puede tampoco declarar sobre hechos que no presenció; que en el 
Informe de Ratificación no se dice nada sobre este extremo, manifestado por la de- 
nunciada en sus anteriores alegaciones; que en el Informe de Ratificación se reconoce 
que no se dio a la denunciada copia del Acta-Denuncia ni se le ofreció la posibilidad de 
firmarla, lo que constituye un incumplimiento del artículo 19.2 de la LO 4/2015; que 
la justificación de tal incumplimiento dada en dicho Informe es insostenible; que la 
inclusión en el Informe de Ratificación del interventor del tren como cuarto agente de 
la autoridad supuestamente desobedecido es contraria a derecho; que no se ha dado 
respuesta alguna a la solicitud de la denunciada en sus Primeras Alegaciones de que 
se usaran como prueba las grabaciones de las cámaras de seguridad de la RENFE; que 
dicha prueba podía constituir el fundamento básico de la decisión que se adoptara y 
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su valoración debía por tanto incluirse en la Propuesta de Resolución; que la orden de 
ponerse una mascarilla no fue legítima, porque la dio la agente que acababa de llegar, 
porque no se dio con las formalidades correspondientes y sobre todo porque no se ha 
aportado cita de ninguna ley ni normativa que declare que las exenciones del uso de 
mascarilla legalmente reconocidas deban acreditarse de ningún modo, de lo que 
resulta una situación de indefensión para la denunciada y una vulneración de su dere- 
cho a la presunción de inocencia; que en concreto no hay ninguna obligación de ense- 
ñar documentos médicos a ningún agente de la autoridad, por un lado porque ningu- 
na ley ni normativa lo exige y por otro porque hay leyes que protegen especialmente 
los datos en ellos contenidos; que los agentes de policía que velan por la seguridad 
ciudadana no tienen potestad legalmente reconocida para exigir otra documentación 
que el DNI; que el administrado tiene derecho a no presentar datos y documentos no 
exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se trate, de manera que la 
afirmación de la Propuesta de Resolución de que la presentación de tal documenta- 
ción sería lo pertinente en este caso conculca ese derecho; que la Propuesta de Reso- 
lución adolece de una absoluta falta de motivación en lo que respecta a la afirmación 
de la concurrencia en este caso de circunstancias con trascendencia para la seguridad 
ciudadana, lo cual da lugar a una situación de indefensión para la denunciada; que en 
el presente procedimiento, por tanto, se ofrecen motivos más que suficientes no sólo 
de anulabilidad (art. 48 de la LPAC), sino también de nulidad de pleno derecho (art. 
47 de la LPAC); y que en general en el expediente el principio del carácter probatorio 
de las denuncias ratificadas por la policía parece aplicarse de una forma mecánica y 
ciega, sin tener en cuenta ni las posibles pruebas y argumentos en contra ni el propio 
contenido de estos documentos policiales, con lo que se produce una grave vulnera- 
ción de los derechos a la presunción de inocencia y a la tutela judicial efectiva. 


Por todo lo expuesto, la denunciada 


SOLICITA A ESTA DELEGACIÓN que, previa admisión de este escrito, con los docu- 
mentos adjuntos al mismo, dentro del plazo establecido al efecto, tenga por formu- 
ladas las alegaciones hechas en él, y, tras su examen, proceda a dejar sin efecto el 
expediente sancionador instado contra su persona, revocando el mismo y dictando 
resolución por la que se declare no haber lugar a sanción, con todos los pronuncia- 
mientos favorables para la denunciada. 


En Madrid, a 26 de abril del 2022, 


Fdo.: XXXXXXXXXXXXXXXXXX 


35 


DIRECCIÓN GENERAL DE LA POLICÍA 





REGISTRO SALIDA: 
MADRID-ESTACION ATOCHA 


REMITIDO A: J.S. DE POLICIA DE MADRID-INFRACCIONES 
ADMINISTRATIVAS 


i oppi ËS Šance ccu o 


ATESTADO POLICIAL: 4457/20 
FECHA ATESTADO: 11/12/2020 


ASUNTO: RDO. ACTA DENUNCIA Y PARTE DE 
INTERVENCION 





TREA 


¿el 
E 
s 





"| DIRECCION GENERAL DELA POLICIA 


Py 





MADRID-ESTACION 
ATOCHA 


Oficio n°: 4457/20 

Destinado a: J.S. DE POLICIA DE MADRID-INFRACCIONES 
ADMINISTRATIVAS 

Fecha: 11 de diciembre de 2020 

Asunto: RDO. ACTA DENUNCIA Y PARTE DE INTERVENCION 

Su referencia: 
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a la Ley Orgánica 4/2015, según los artículos: 


- art. 36.6 RESISTENCIA/DESOBEDIENCIA AUTORIDAD- NEGATIVA A 
IDENTIFICACION 


Que los datos de filiación de la persona/s que figuran en el acta-denuncia son: 


- Nombre y Apellidos: 


Hijo de: | i 

Documento de Identidad: DNI n? 
Fecha de Nacimiento: 

Lugar de Nacimiento: 

Domicilio a efectos de notificaciones: 


Teléfono: 0 
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Material Intervenido: 





PERSONA DENUNCIADA 
Nombre y apellidos: 


D.N.I.: É nacimiento: Localidad: 
Nombre de los padres: 


Domicilio en C/Pl. 
A 





Firma funcionario/s: Fecha de notificación: 


PE EKER 


Carné Prof. Ne A Q2 


N2: EE ZN S 


SR. DELEGADO/SUBD. DEL GOBIERNO EN 


Firma denunciado: 









Renuncia a firmar: [N 


Renuncia a copia: E 





Delegación/Subdelegación 


PARTE DE 
INTERVENCIÓN 


N° 202000000626734 





FECHA DE IMPRESION: 25/11/2020 13:56 


FECHA DE INICIO: 25/11/2020 12:30:00 PLANTILLA: 
FECHA DE FIN: 25/11/2020 12:30:00 UNIDAD: BRIGADA MÓVIL 
AGENTES: 114319,132564,138345 

INDICATIVOS: PRISMA-210 l 


ORIGEN DE LA ACTUACIÓN: A requerimiento de ciudadano 
COLABORA OTRO CUERPO: 





NATURALEZA DE LUGAR: Estación ferrocarril 


PROVINCIA: MADRID 
MUNICIPIO: MADRID 
DIRECCIÓN: PLAZA EMPERADOR CARLOS V 8 


CLASE DE ACTUACIÓN: INFRACCIONES 
art. 36.6 RESISTENCIA/DESOBEDIENCIA AUTORIDAD- NEGATIVA A 
ATESTADO: 


Relación i Filiación l 


DESCRIPCIÓN DE LA ACTUACION: 














Que realizando las labores propias de su cargo y vistiendo uniformados, el indicativo PRISMA 210 son requeridos por el 
interventor del AVE, con número de identificador 7775877, de procedencia Valencia; debido a que una pasajera se niega a 
llevar mascarilla dentro de dicho tren. 

Que una vez a la llegada del tren el interventor se aproxima a este indicativo indicando cual es la pasajera que no porta la 
mascarilla. Que se procede a entrevistarse tanto con el interventor como con la arriba filiada para conocer los hechos 
ocurridos. 

Que el interventor manifiesta que la pasajera se ha negado a portar mascarilla durante todo el viaje, la cual le ha mostrado 
una declaración responsable firmada por ella misma a la cual él no otorga validez, para estar exenta dicha persona en el 
tren sin ella. En ese momento, el indicativo procede a oír a la arriba filiada, que se bajó del tren sin mascarilla y tampoco la 


misma en la no obligación de llevarla. 
Lo que se comunica a los efectos oportunos. 


SS 
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Expte. P.S. 9846/2021 
Acuerdo de Iniciación 








N° EXPEDIENTE.: P.S. 9846/2021 


XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX 
N° REGISTRO: 000000520/RG2102688130 


XXXXXXXXXXXX (MADRID) 


ASUNTO: ACUERDO DE INICIACIÓN 


E qe SER — 


VISTA: La denuncia formulada por el/la B.P.S.C. SECTOR MOVIL-ATOCHA ante esta 
Delegación del Gobierno contra la persona arriba citada, como presunto responsable de los 
siguientes: 


HECHOS 





El día 25/11/2020 a las 12:30 horas, cuando se encontraba en la estación de Atocha de Madrid, 
procedió a la comisión de una desobediencia a unos agentes de la autoridad en el ejercicio 
legítimo de sus funciones, al no llevar mascarilla y no estar justificado el hecho de no portarla por 
ninguna de las excepciones establecidas, se le ordenó que se la pusiera negándose en repetidas 
ocasiones, motivo por el que se le propone para sanción. 








FUNDAMENTOS DE DERECHO 


























PRIMERO: Los hechos descritos pueden ser constitutivos de una infracción administrativa 
tipificada como Grave en el artículo 36.06) de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de 
protección de la Seguridad Ciudadana, sancionable con una multa fijada dentro de los límites 
establecidos en el artículo 39.1 b) de la Ley Orgánica mencionada. 


El control efectuado por la fuerza actuante se sustenta en lo establecido en los artículos 4, 16, 17, 
18 y 20 de la Ley Orgánica 4/2015 y en los artículos 5 y 11 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de 
marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, encuadrándose dentro de las actividades preventivas 
e indagatorias de hechos delictivos. 





SEGUNDO: El órgano competente para la resolución del expediente de referencia es el/la Sr./Sra. 
Delegado/a del Gobierno, de acuerdo con el artículo 32.1.c) de la Ley Orgánica 4/2015. 


Vistos los preceptos citados y demás de general y pertinente aplicación, 


ACUERDO 








PRIMERO: Iniciar expediente sancionador contra D./D? XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX, con NIF 
XXXXXXXXXXXX, conforme a lo previsto en el título IV de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, como presunto 
responsable de dicha infracción, fijando una multa de SEISCIENTOS UNO EUROS (601 €), sin 

perjuicio de lo que resulte de la instrucción del presente procedimiento. 





SEGUNDO: Nombrar como Instructor a D/D? EUGENIO GONZALEZ MARTINEZ, Jefe de Servicio de 
esta Delegación del Gobierno, a quien es de aplicación el régimen de recusación previsto en los 
artículos 23 y 24 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, en 
relación con el artículo 64.2.c) de la Ley 39/2015. 





TERCERO: Una vez notificado el presente acuerdo, dispondrá de un plazo de QUINCE DÍAS a 
contar desde el siguiente a su recepción, pudiendo optar: entre realizar el pago voluntario con 


CORREO ELECTRÓNICO C/ GARCÍA DE PAREDES, 65 
derechosciudadanos.madridW correo.gob.es 28071 - MADRID 
Código DIR EA0040715 





CSV : XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX | FECHA : 31/10/2021 


DIRECCIÓN DE VALIDACIÓN : https://sede.administracionespublicas.gob.es/valida | FIRMANTE : MARÍA DE LAS MERCEDES 
GONZÁLEZ FERNÁNDEZ 





























DELEGACIÓN DEL GOBIERNO 
” GOBIERNO EN MADRID 
DE ESPAÑA 
SECRETARÍA GENERAL 





DERECHOS CIUDADANOS 


reducción del 50% del importe de la sanción de multa, mediante el impreso 069 reducido que se 
acompaña, conforme a las instrucciones contenidas en el mismo; o bien formular las alegaciones, 
presentar documentos y proponer las pruebas que estime oportunas ante el Instructor, todo ello a 
través de cualquiera de los cauces para la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones 
dirigidas a los órganos de la Administración, recogidos en el artículo 16.4 de la Ley 39/2015, o 
bien, a través del Punto de Acceso General Electrónico de la Administración en la siguiente 


dirección: — https://sede.administracionespublicas.gob.es, donde asimismo podrá consultar su 
expediente. 


Si decide realizar el pago de la multa en las condiciones indicadas en el párrafo anterior, se 
seguirá el procedimiento sancionador abreviado previsto en el artículo 54 de la Ley Orgánica 
4/2015, lo que supone: además de la reducción del importe de la multa indicado, la renuncia a 
formular alegaciones y la terminación del procedimiento, sin necesidad de dictar resolución 
expresa, siendo recurrible la sanción únicamente ante el orden jurisdiccional contencioso- 
administrativo. 


En caso de que no se efectúe el pago en las condiciones indicadas, se continuará la tramitación 
del procedimiento sancionador ordinario, pudiendo ejercitar el derecho de audiencia previsto en el 
artículo 53 de la Ley 39/2015, presentar alegaciones y aportar cuantos documentos estime 
convenientes en el plazo de QUINCE DÍAS desde el siguiente a la recepción de este escrito, 
advirtiéndole que en caso de no formular alegaciones se considerará el presente acuerdo como 
propuesta de resolución, con los efectos previstos en el artículo 64.2.f) del citado texto legal. 


CUARTO: El plazo máximo para la resolución y notificación del procedimiento sancionador no 
podrá exceder de UN AÑO, desde su incoación (artículo 50 de la Ley Orgánica 4/2015). 


Finalmente, se le informa que, conforme a lo previsto en el art. 43.3 de la Ley Orgánica 4/2015, 
una vez que la sanción adquiera firmeza en vía administrativa, se procederá a su anotación en el 
Registro Central de Infracciones contra la Seguridad Ciudadana, a efectos de apreciar la 
reincidencia en la comisión de infracciones tipificadas en dicha Ley. 


DELEGADA DEL GOBIERNO, 





MARÍA DE LAS MERCEDES GONZÁLEZ FERNÁNDEZ 
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AL INSTRUCTOR D. EUGENIO GONZÁLEZ MARTÍNEZ, 
DELEGACIÓN DE GOBIERNO, MADRID 


N? EXPEDIENTE: P.S. XXXX/2021 
N2 REGISTRO: XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX 


Por la presente, D.É XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXx, con DNI XXXXXXXXXX, ante esta 
Administración comparece, y, como mejor proceda en Derecho, formula las siguientes 


ALEGACIONES 


PRIMERO.-Que el 12 de noviembre del presente año 2021 recibió una notificación de 
acuerdo de iniciación de procedimiento sancionador con respecto a una supuesta 
infracción administrativa grave, como supuesta responsable de los hechos descritos 
en dicha notificación. 


SEGUNDO.-Que los hechos descritos en dicha notificación son FALSOS, en la medida 
en que no se corresponden con lo sucedido, según se pasa a explicar: 


1. En ningún momento la denunciada desobedeció a ningún agente de la 
autoridad (policía), sino que, por el contrario, siguió en todo momento sus 
instrucciones. Respondió a sus preguntas, se identificó cuando se lo pidieron, y 
cuando una de ellos le exigió ponerse una mascarilla, se la puso. Este extremo 
puede comprobarse solicitando de la RENFE las grabaciones de las cámaras 
de seguridad de la fecha y hora de los hechos (andén de llegada del tren de 
Valencia). 

La denunciada no se negó «en repetidas ocasiones» a obedecer, sino que se 
puso una mascarilla la primera y única vez que se le ordenó ponérsela. Antes de 
eso, los agentes de policía sólo le habían preguntado por qué no la llevaba y 
habían hablado con la denunciada de otros aspectos de la situación. 

2. No es cierto tampoco que no estuviera justificado el hecho de no llevar 
mascarilla «por ninguna de las excepciones establecidas», pues la mascarilla 
resulta perjudicial para la salud de la denunciada. 

Antes de recibir la orden de ponerse una mascarilla, la denunciada mantuvo 
con dos de los agentes una conversación completamente educada y normal en la 
que les explicó esta situación de excepción del uso de mascarilla. Es siempre 
posible que la denunciada no se explicara bien o que no se produjera un buen 
entendimiento de su explicación. La agente que le exigió a la denunciada que se 
pusiera una mascarilla llegó después, como puede comprobarse en las 
grabaciones de las cámaras de seguridad, lo que tal vez le hizo malinterpretar la 
situación. 


En cualquier caso, hay que advertir que la afirmación de «no estar justificado 
el hecho de no portarla por ninguna de las excepciones establecidas» no se 
refiere a un hecho, sino a una apreciación o interpretación de los agentes, y por 
tanto ni le es aplicable la presunción de veracidad ni tiene el valor probatorio que 
se mencionan en los artículos 19.2 y 54 de la Ley Orgánica 4/2015 de protección 
de la seguridad ciudadana, pues la presunción de veracidad y el valor probatorio 
de las declaraciones de los agentes de la autoridad se dan sólo en relación con los 
hechos. 


TERCERO.-Que, por lo demás, los hechos descritos, aunque fueran verdaderos (que no 
lo son), es imposible que sean constitutivos de ninguna infracción administrativa de 
ningún tipo. Ninguna ley, de las citadas en el acuerdo de iniciación ni de las no citadas, 
justifica la orden de ponerse una mascarilla ni directa ni indirectamente. El caso sería 
comparable, por tanto, a suponer que no ponerse una chaqueta cuando un agente de 
la policía lo ordena y sin ningún otro motivo es una infracción. Por tanto, la agente que 
exigió a la denunciada que se pusiera una mascarilla no estaba actuando «en el 
ejercicio legítimo de sus funciones». (A pesar de lo cual la denunciada se puso una 
mascarilla por evitar problemas.) 

En la notificación recibida no se especifica dónde están establecidas las 
excepciones que justificarían el «no portar mascarilla», sino que se habla de 
«excepciones establecidas» con total vaguedad, de manera que en la propia 
descripción de los hechos se hace patente la falta de base legal para ordenar a la 
denunciada ponerse una mascarilla. Se produce así también una situación de 
indefensión para la denunciada, en la medida en que no puede, sobre la base de la 
notificación recibida, remitirse a ninguna ley para su defensa con respecto a este 
punto. 

La legislación vigente al respecto en el momento de los hechos es el R.D.-ley 
21/2020, de 9 de junio. Este R.D. no ofrece ninguna base en absoluto ni para la orden 
de ponerse una mascarilla ni para considerar el no llevarla o no ponérsela una 
infracción del tipo que en la notificación recibida se supone, siendo el régimen 
sancionador establecido en dicho R.D. con respecto al incumplimiento de la obligación 
de llevar mascarilla otro completamente distinto al invocado en la notificación. El art. 
31.2 de este R.D. establece que: «El incumplimiento de la obligación de uso de 
mascarillas establecido en el artículo 6 será considerado infracción leve a efectos de lo 
previsto en el artículo 57 de la Ley 33/2011, de 4 de octubre, y sancionado con multa 
de hasta cien euros». 

Como ya se ha dicho, en este caso ni siquiera se puede hablar de incumplimiento 
de la obligación de llevar mascarilla, ya que en el mismo R.D., art. 6.2, se establece que 
tal obligación 

«no será exigible para las personas que presenten algún tipo de enfermedad o 
dificultad respiratoria que pueda verse agravada por el uso de la mascarilla o 
que, por su situación de discapacidad o dependencia, no dispongan de 


autonomía para quitarse la mascarilla, o bien presenten alteraciones de 
conducta que hagan inviable su utilización. Tampoco será exigible en el caso de 
ejercicio de deporte individual al aire libre, ni en los supuestos de fuerza mayor 
o situación de necesidad o cuando, por la propia naturaleza de las actividades, el 
uso de la mascarilla resulte incompatible, con arreglo a las indicaciones de las 
autoridades sanitarias.» 


CUARTO.-A mayor abundamiento, la denunciada considera que «el control efectuado 
por la fuerza actuante» no puede sustentarse, como en la notificación recibida se 
afirma, «en los artículos 4, 16, 17, 18 y 20 de la Ley Orgánica 4/2015 y en los artículos 
5 y 11 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, 
encuadrándose dentro de las actividades preventivas e indagatorias de hechos 
delictivos», dado que: 

1. Ni en aquel momento ni en la notificación recibida se aclara qué motivos había 

para suponer que tal control podría servir para prevenir o indagar hechos 

delictivos, ni qué tipo de hechos delictivos podrían ser ésos. 

2. No llevar puesta una mascarilla no constituye ningún delito ni es tampoco 

indicio de que se vaya a cometer o se haya cometido algún otro delito (máxime 

cuando la denunciada se puso una mascarilla cuando se le ordenó). Pensar lo 

contrario constituiría un caso grave de discriminación. 

3. Por tanto, no se cumplía absolutamente ninguna de las condiciones que los 

artículos citados establecen como sustento para este tipo de controles. 


QUINTO.-Que los agentes no dieron a la denunciada copia ni le pidieron que firmara 
acta de la supuesta infracción, según se estipula que ha de hacerse en el artículo 19.2 
de la Ley Orgánica 4/2015 de protección de la seguridad ciudadana. Hasta donde la 
denunciada pudo advertir, tal acta ni siquiera se levantó, al menos en ese momento. 


En CONCLUSIÓN, esta parte mantiene que los hechos descritos en la Notificación de 
acuerdo de iniciación de procedimiento sancionador no son ciertos y que ni los 
hechos realmente sucedidos ni tampoco los descritos son constitutivos de infracción 


alguna, debiendo de haberse producido algún error o cualquier otra circunstancia. 


Es por ello que solicita el archivo del presente expediente sin más trámite o tras la 
consulta, si fuera necesaria para establecer los hechos, de las pruebas propuestas. 


En Madrid, a 24 de noviembre de 2021 


XXXXXXXXXXXXXXXXXXX 


Ministerio de Política Territorial 
Registro Auxiliar: Reg. Gral. de la 
Delegación del Gobierno en Madrid 
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SOLICITUD DE RATIFICACIÓN DE DENUNCIA POR 
ASUNTO: SOLICITUD INFORME DE INFRACCION A LA LO. 4/15 
RATIFICACIÓN 
al L 1 | 


Se solicita la realización y posterior remisión de informe por parte de los agentes 114319, 132564, 
138345 en relación a la denuncia formulada en el/la B.P.S.C. SECTOR MOVIL-ATOCHA, con fecha 25/11/2020, 


contra D./D*2229000000000000000 , con NIF n° xxxxxxxxxxx, por presunta infracción al artículo 36.06) de 


la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad ciudadana. (se adjunta copia de la misma 
y de las alegaciones del interesado). 


El informe de ratificación debe contener los siguientes puntos: 


1. Relato breve, claro y preciso de los motivos que dan lugar a la intervención (motivo de la identificación y 
cacheo, si se realizó; en qué circunstancias tuvo lugar la infracción hacia el/los agente/s y si se ofreció 
copia del acta emitida y/o firma de la misma) 


2. Desmentido o confirmación y aclaración sobre las manifestaciones plasmadas en escrito de alegaciones 
que afectan a los actuantes. (se adjunta con la presente solicitud). 


3. Tipo y n° de documentación utilizada para la plena identificación del denunciado y su correspondencia 
con la persona que lo portaba. 


4. Ratificación de la denuncia inicial en su caso. 


Asimismo se solicita que en el supuesto de que los agentes que presenciaron los hechos no se 


encuentren destinados en esas dependencias policiales en la actualidad, se les traslade este escrito a efectos de 
que emitan el informe solicitado. 


Una vez realizada la gestión, el informe solicitado debe enviarse en un plazo menor a 10 
días a través del Grupo de Infracciones Administrativas, Sección de Gestión Administrativa, 


de la Jefatura Superior de Policía de Madrid, sito en Calle Luna n° 17 de Madridue procederá 
a su remisión a este Organismo. 


EL INSTRUCTOR 


Fdo.: EUGENIO GONZALEZ MARTINEZ 
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reducción del 50% del importe de la sanción de multa, mediante el impreso 069 reducido que se 
acompaña, conforme a las instrucciones contenidas en el mismo; o bien formular las alegaciones, 
presentar documentos y proponer las pruebas que estime oportunas ante el Instructor, todo ello a 
través de cualquiera de los cauces para la presentación de solicitudes, escritos y comunicaciones 
dirigidas a los órganos de la Administración, recogidos en el artículo 16.4 de la Ley 39/2015, o 
bien, a través del Punto de Acceso General Electrónico de la Administración en la siguiente 


dirección: — https://sede.administracionespublicas.gob.es, donde asimismo podrá consultar su 
expediente. 


Si decide realizar el pago de la multa en las condiciones indicadas en el párrafo anterior, se 
seguirá el procedimiento sancionador abreviado previsto en el artículo 54 de la Ley Orgánica 
4/2015, lo que supone: además de la reducción del importe de la multa indicado, la renuncia a 
formular alegaciones y la terminación del procedimiento, sin necesidad de dictar resolución 
expresa, siendo recurrible la sanción únicamente ante el orden jurisdiccional contencioso- 
administrativo. 


En caso de que no se efectúe el pago en las condiciones indicadas, se continuará la tramitación 
del procedimiento sancionador ordinario, pudiendo ejercitar el derecho de audiencia previsto en el 
artículo 53 de la Ley 39/2015, presentar alegaciones y aportar cuantos documentos estime 
convenientes en el plazo de QUINCE DÍAS desde el siguiente a la recepción de este escrito, 
advirtiéndole que en caso de no formular alegaciones se considerará el presente acuerdo como 
propuesta de resolución, con los efectos previstos en el artículo 64.2.f) del citado texto legal. 


CUARTO: El plazo máximo para la resolución y notificación del procedimiento sancionador no 
podrá exceder de UN AÑO, desde su incoación (artículo 50 de la Ley Orgánica 4/2015). 


Finalmente, se le informa que, conforme a lo previsto en el art. 43.3 de la Ley Orgánica 4/2015, 
una vez que la sanción adquiera firmeza en vía administrativa, se procederá a su anotación en el 
Registro Central de Infracciones contra la Seguridad Ciudadana, a efectos de apreciar la 
reincidencia en la comisión de infracciones tipificadas en dicha Ley. 


DELEGADA DEL GOBIERNO, 





MARÍA DE LAS MERCEDES GONZÁLEZ FERNÁNDEZ 
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F l C | O SV: 4665F-752E7-33727-6625E 
S/REF:: 9846/2021 
N/REF:: 15/2022 
FECHA: 20/01/2022 


ASUNTO: INFORME DE RATIFICACIÓN SOBRE ACTA L.O 4/15 N.° 267022. 


DESTINATARIO: GRUPO INFRACCIONES ADMINISTRATIVAS, SECCIÓN DE GESTION 
ADMINISTRATIVA DE LA J.S.P. MADRID (Calle Luna, 17 de Madrid) 


Por el presente Oficio se procede a contestar la solicitud de dicho Grupo en 
relación a la Propuesta para Sanción del Acta 267022 , en base al Art. 36. apartado 6, de la 
L.O. 4/2015, que se expidió el día 25/11/2020 a D?. hb $ 

Que a continuación se realiza un breve resumen de los hechos que motivan las 
presentes: 


-- Que mientras los agentes con C.P 114.319 y 132564 y 138345, se 
encontraban realizando labores propias de su cargo en patrulla uniformada en 
la Estación de Atocha, en OS 1637/19, se recibe llamada de CECOM de Adif 
informando que se dispone a entrar en la zona de llegadas del AVE un tren 
procedente de Valencia en el cual ha viajado una persona durante todo el 
trayecto sin portar la mascarilla de uso obligatorio. 


-- Que una vez entrevistados con el Interventor del tren con número de 
identificador 7775877, manifiesta que efectivamente esta persona ha hecho 
caso omiso de sus indicaciones durante todo el trayecto, obviando y 
dificultando el normal funcionamiento del servicio ferroviario, incomodando al 
pasaje del convoy y al resto de usuarios y poniendo en riesgo la salud de los 
que viajeros, debido a la crisis sanitaria originada por el COVID-19. 





-- Que una vez en el lugar y tras entrevistarse con los actuéntes y ser 
identificada mostrando su DNI y cuyos datos de filiación son los siguientes: 
„con 

DNI 9- i 
, esta persona continua sin portar 

la citada mascarilla, aunque se le insta en repetidas ocasiones a ponérsela, 
ándose de manera reiterada en todo momento, aportando una declaración 






SS a por ella en la cual se exime a sí misma del uso obligatorio del 
LES o de protección, el cual según manifiesta "es perjudicial para su salud", 
-Fi ando ningún documento válido firmado y sellado por ningún médico 
+. o o autoridad pertinente para ello. 
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-- Que durante toda la intervención continua sin hacer ademán de ponerse la 
mascarilla, aunque los agentes le insisten en diversos momentos y es 
informada que ha de portarla según normativa derivada del RD Ley 21/20 Art. 
6, el cual dice: 


CUERPO NACIONAL DE POLICÍA 


J.S.P. MADRID — SECTOR MOVIL 
DE CHAMARTIN 





“1. Las personas de seis años en adelante quedan obligadas al uso de mascarillas en 
los siguientes supuestos: 

a) En la vía pública, en espacios al aire libre y en cualquier espacio cerrado de uso 
público o que se encuentre abierto al público, siempre que no resulte posible 
garantizar el mantenimiento de una distancia de seguridad interpersonal de, al menos, 
1,5 metros. 


b) En los medios de transporte aéreo, marítimo, en autobús, o por ferrocarril, así como 
en los transportes públicos y privados complementarios de viajeros en vehículos de 
hasta nueve plazas, incluido el conductor, si los ocupantes de los vehículos de turismo 
no conviven en el mismo domicilio. En el caso de los pasajeros de buques y 
embarcaciones, no será necesario el uso de mascarillas cuando se encuentren dentro 
de su camarote o en sus cubiertas o espacios exteriores cuando resulte posible 
garantizar el mantenimiento de una distancia de seguridad interpersonal de, al menos, 
1,5 metros. 





2. La obligación contenida en el apartado anterior no será exigible para las personas 
que presenten algún tipo de enfermedad o dificultad respiratoria que pueda verse 
agravada por el uso de la mascarilla o que, por su situación de discapacidad o 
dependencia, no dispongan de autonomía para quitarse la mascarilla, o bien 
presenten alteraciones de conducta que hagan inviable su utilización.” 


ye El ROR D OA 
É O ona Qué de manera reiterada continua negándose, desobedenciendo a los 
En cijas hasta que la agente con C.P 114319 le informa de que va a a 
23 pa PBropgysta para sanción en base al art. 36. apdo 6 de la LO 4/2015 “ 
o al FAD ediencia o la resistencia a la autoridad o a sus agentes en el ejercicio de sus 
Da y 'fuño ones, cuando no sean constitutivas de delito, así como la negativa a 
identificarse a requerimiento de la autoridad o de sus agentes o la alegación de datos 
falsos o inexactos en los procesos de identificación de seguridad ciudadaha” y que de 
persistir en su actitud podría, además, incurrir en un ilícito penal; por lo que 
inmediatamente accede a portar la mascarilla obligatoria. 


- Que en todo momento ha sido informada que su comportamiento era 
Speloábla, teniendo que advertile en diversas ocasiones que de continuar 
con esa actitud incurriría en delito penal como ya se ha indicado anteriormente, 
evitando el menor perjucicio posible para la infractora, mostrando un actitud 
despectiva y de sobervia hacía todos los actuantes y hacía los que con ella 
viajaban ya que no ha mostrado en ningún momento ningún tipo de empatía 
hacia ellos, creando una alarma social por el mero hecho de no 
portardebidamente la mascarilla en el interior de un transporte público, sin tener 
en cuenta el temor de algunas personas que, en aquel momento aún no se 
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habían vacunado, con la inseguridad que ocasionaba tener a alguna persona 
próxima sin las correspondientes medidas de autoprotección para uno mismo y 
PARA LOS DEMAS. 


-- Que cuando se va a proceder a levantar el correspondiente acta con n.° 
267022, esta persona, abandona el lugar, habiendo solo copiado sus datos de 
filiación en la correspondiente acta, y entregánodole su documentación, 
continuando su camino, indicándole que se le está formulando el acta, a lo que 
ella continuaba andando alegando, que había cosas más improtantes que 
hacer que preocuparse por no llevar una mascarilla siendo imposible que 
firmara el mismo, así como tampoco se le pudo entregar la copia pertinente 


-- Que ante todo lo redactado en los párrafos anteriores y en contestación a la 
alegación interpuesta, los funcionarios SE RATIFICAN PLENAMENTE EN SU 
POSTURA INCIAL, ya que se produce una desobediencia reiterada no sólo a 
éstos, si no al Interventor actuante, el cual ejerce la función de autoridad en las 
actividades ferroviarias según el apto. 4, art. 86, título VII de la Ley 39/2003, de 
noviembre del Sector Ferroviario. 


-- Que ante tales hechos es propuesta para sanción según la LO 4/2015 
y no por cualquier otro régimen sancionador, ya que su actitud se encuandra dentro 
de lo establecido en el aptdo. 6 del art. 36 de dicha Ley. 


En Madrid a 20 de enero de 2022. 





Firm. C.P.132.564 
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VISTO: El procedimiento sancionador iniciado por esta Delegación del Gobierno contra Vd. por 
infracción prevista en la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad ciudadana, 
y las actuaciones seguidas por los siguientes: 


HECHOS 
PRIMERO: El/La B.P.S.C. SECTOR MOVIL-ATOCHA ha formulado denuncia en la que consta: 


El día 25/11/2020 a las 12:30 horas, cuando se encontraba en la estación de Atocha de Madrid, 
procedió a la comisión de una desobediencia a unos agentes de la autoridad en el ejercicio legítimo de 
sus funciones, al no llevar mascarilla y no estar justificado el hecho de no portarla por ninguna de las 
excepciones establecidas, se le ordenó que se la pusiera negándose en repetidas ocasiones, motivo por el 
que se le propone para sanción. 


SEGUNDO: Con fecha 28/10/2021, se acuerda la iniciación del oportuno procedimiento 
sancionador, concediéndole el plazo de QUINCE DÍAS para que efectúe alegaciones y aporte cuantos 
documentos estime convenientes. 


TERCERO: Que en el plazo concedido al efecto ha presentado alegaciones en las que manifiesta 
cuanto a su derecho considera oportuno, de las que se ha solicitado informe a la fuerza denunciante, la 
cual se ha ratificado en los hechos que sirvieron de base para la iniciación del presente procedimiento, a 
tenor de lo previsto en el artículo 52 de la citada Ley Orgánica. 


EUNDAMENTOS DE DERECHO 


PRIMERO: El control efectuado por la fuerza actuante se sustenta en lo establecido en los artículos 
4, 16, 17, 18 y 20 de la Ley Orgánica, 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad ciudadana, y 
en los artículos 5 y 11 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, 
encuadrándose dentro de las actividades preventivas e indagatorias de hechos delictivos. 


SEGUNDO: Queda acreditado en el expediente su responsabilidad en la comisión de una 
infracción prevista en el artículo 36.06 de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de la protección de la 
seguridad ciudadana, que tipifica como Grave, la desobediencia o la resistencia a la autoridad o a sus 
agentes en el ejercicio de sus funciones, cuando no sean constitutivas de delito, así como la negativa a 
identificarse a requerimiento de la autoridad o de sus agentes o la alegación de datos falsos o inexactos 
en los procesos de identificación, sin que las alegaciones formuladas desvirtúen los hechos imputados. 


TERCERO: Por el instructor fueron practicadas las actuaciones que se consideraron necesarias 
para el examen de los hechos, recabando los datos e informaciones relevantes para determinar la 
existencia de responsabilidades susceptibles de sanción, consistentes en la revisión de la denuncia, las 
alegaciones presentadas, así como la ratificación de la denuncia por parte de los denunciantes tras ser 
solicitada por esta instrucción. Del estudio de todas ellas prevalece esta última, amparada en el artículo 
52 de la Ley Orgánica 4/2015, al otorgar valor probatorio a las denuncias ratificadas por los agentes que 
han presenciado los hechos denunciados. Se le remite copia de dicho informe. 
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CUARTO: Procede tener en cuenta a la hora de graduar la sanción, que la cuantía de la misma en 
atención al principio de proporcionalidad, debe guardar la debida adecuación entre la gravedad del hecho 
constitutivo de la infracción y la sanción a aplicar, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 29 de la Ley 
40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público así como en el artículo 33 de la Ley 
4/2015, apreciándose en el caso concreto la concurrencia de circunstancias con trascendencia para la 
seguridad ciudadana. 


En su virtud, se propone la imposición de una sanción de SEISCIENTOS UNO EUROS (601 €). 


De conformidad con lo determinado en los artículos 89 y 90 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 
del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, se le notifica la presente 
propuesta de resolución, a la que se acompaña relación de los documentos obrantes en el expediente, 
concediéndole un plazo de QUINCE DÍAS desde el siguiente a la recepción de este escrito, para que 
formule alegaciones y presente cuantos documentos estime pertinentes. 


Si desease abonar la sanción de forma voluntaria, sin reducción y en esta fase del procedimiento, 


deberá solicitarlo a través del correo derechosciudadanos.madridWcorreo.gob.es, para que se le expida 


el documento con el que podrá efectuar el pago en cualquier entidad colaboradora en la recaudación. 


INSTRUCTOR DERECHOS CIUDADANOS, 


Fdo.: EUGENIO GONZALEZ MARTINEZ 
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En relación con su escrito de alegaciones y de conformidad con lo determinado en el 
artículo 53.1, apartado a) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, adjunto le remito copia del procedimiento 
sancionador instruido en esta Delegación del Gobierno contra Vd., por presunta infracción al 
36.06) de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de la seguridad ciudadana. 


EL INSTRUCTOR, 


Fdo.: EUGENIO GONZALEZ MARTINEZ 
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